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Carlos Nino, los filósofos y la política alfonsinista  
Entre Creonte y Antígona

Martín Cremonte*

“La cisterna contiene, el manantial rebasa” 
William Blake 

En la ciudad de Friburgo, en 1982, Carlos Nino y Jaime 
Malamud se encontraron para proyectar posibles juicios 
a los responsables por los crímenes en Argentina (en esa 
misma ciudad, medio siglo antes, Martín Heidegger había 
consagrado a Adolf Hitler como Führer de Alemania). Desde 
el principio ambos jóvenes intelectuales imaginaron juicios 
acotados y simbólicos para una minoría de imputados. “¿Y si 
hacemos un Nürembergcito?”, sugirió Nino. 

Un año después, ambos académicos conformarían el grupo 
de asesores del presidente Raúl Alfonsín. Jaime Malamud 
aspiraba a juzgar a unos 10 perpetradores y Carlos Nino a 
más de 20.1 Las diversas interpretaciones sobre el resultado 
de este proyecto será objeto del presente artículo. Con 
la reapertura de los juicios, a partir del 2005, según la 
Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad, hasta el 
día de hoy se dictaron 326 sentencias por crímenes de lesa 
humanidad y un total de 1.187 personas fueron condenadas.2

La intervención de los intelectuales en los procesos políticos 
más sensibles del siglo XX suele ser objeto de comprensible 
fascinación para los historiadores. En nuestras circunstancias 
argentinas, los juicios por violaciones masivas de derechos 

1	 En una entrevista, Malamud refiere que él pretendía juzgar a 20 y Nino 
a unos 40, ver Jaime Malamud Goiti y Martín Farrel, “Juicios a las Juntas 
Militares: estrategias y diseño desde la filosofía moral”, en Convocatoria 
2015 del Programa de Transferencia, Facultad de Derecho UBA. Sin 
embargo, estos números son inverosímiles; en una entrevista posterior 
el mismo Malamud declara que él pretendía juzgar a 40 personas y 
Nino a 300, cfr. Jaime Malamud Goti, “Entrevista al profesor Malamud 
Jaime Goti”, Lecciones y Ensayos, n° 103, 2019, p. 2002. Una vez que se 
analizan las fuentes y circunstancias en conjunto lo más verosímil es que 
Malamud pretendiera juzgar a 10 acusados y Nino a unos 20. En gran 
medida esta incertidumbre se relaciona con el hecho de que los mismos 
actores proyectaban estos cálculos sobre la base de un horizonte tan 
abierto como indefinido. Pero, aun así, ellos sabían desde el principio que 
la cifra sería muy acotada. 

2	 Ver la actualización de datos en la página de la Procuraduría de Crímenes 
contra la Humanidad del Ministerio Público, https://www.mpf.gob.ar/lesa/

humanos durante la última dictadura de 1976 han merecido 
investigaciones notables.3 Sin embargo, existe un problema 
de envergadura que aún no ha suscitado suficiente atención, 
sobre todo considerando sus implicancias para la historia 
intelectual. Nos referimos al compromiso orgánico del grupo 
de iusfilósofos de la Sociedad Argentina de Análisis Filosófico 
(SADAF), liderados por Carlos Nino y Jaime Malamud, con el 
plan de justicia de Raúl Alfonsín. 

A pesar de que la mayoría de los trabajos existentes 
mencionan el rol de los filósofos en la política alfonsinista, 
queda aún por realizar un balance crítico sobre esa 
superposición compleja entre “el filósofo y el político”. Esa 
articulación entre la elaboración filosófica (nivel conceptual) 
y la estrategia política (nivel operativo) nos ofrece un 
interrogante que proponemos leer como una contradicción 
entre el rol teórico vanguardista de Carlos Nino y su 
desempeño práctico-institucional que desembocará en la 
impunidad de los represores. Para decirlo de otra manera: 
mientras el filósofo oxoniense construía la teoría del 
derecho más avanzada de Iberoamérica, anticipando nuestro 
actual marco neoconstitucionalista, su acción, dentro del 
alfonsinismo, se mostró estrecha frente a la práctica creativa 
del movimiento de los derechos humanos.

3	 Una antología de los textos más importantes sobre la “justicia transicional” 
en la Argentina debería abarcar, al menos, los siguientes aportes: Horacio 
Verbitsky,  Civiles y militares: memoria secreta de la transición, 
Buenos Aires, Contrapunto, 1983; Carlos Acuña y Catalina Smulovitz, 
“Militares en la transición argentina: del gobierno a la subordinación 
constitucional”, en Acuña, Carlos, et al. (ed.), Juicio, castigos y memorias. 
Derechos humanos y justicia en la política Argentina, Buenos Aires, 
Nueva Visión, 1995, pp. 19-99; Carlos Nino, Juicio al mal absoluto. 
Los fundamentos y la historia del Juicio a las Juntas, Buenos Aires, 
Emecé, 1997; Eduardo Luis Duhalde, El Estado Terrorista argentino. 
Quince años después una mirada crítica, Buenos Aires, Eudeba, 1999; 
Gerardo Aboy Carlés, Las dos fronteras de la democracia argentina. 
La redefinición de las identidades políticas de Alfonsín a Menem, 
Rosario, Homo Sapiens, 2001; Hugo Vezzetti, Pasado y presente. Guerra, 
dictadura y sociedad en Argentina, Buenos Aires, Siglo XXI, 2002; 
Daniel Feierstein, El genocidio como práctica social: entre el nazismo 
y la experiencia argentina, Buenos Aires, Fondo de Cultura Económica, 
2007; Emilio Crenzel, La historia política del Nunca Más, Buenos Aires, 
Siglo XXI, 2008; Lucas Massuco, Transiciones argentinas. Política, 
ideología y juicios de lesa humanidad (1983-1995), Rosario, Biblioteca, 
2017;   Marina Franco,  El final del silencio. Dictadura, sociedad y 
derechos humanos en la transición (Argentina, 1979-1983), Buenos 
Aires, Fondo de Cultura Económica, 2018; Diego Galante, El Juicio a las 
Juntas: Discursos entre política y justicia en la transición argentina, La 
Plata/ Los Polvorines/ Posadas, UNLP/ UNGS/ UNaM, 2019; y Nazareno, 
Patricio, “Impunity Reconsidered International Law, Domestic Politics and 
the Pursuit of Justice”, Harvard Human Rights Journal, nº 33, 2020.

*	 Facultad de Filosofía y Letras, Universidad de Buenos Aires (UBA), 
Argentina. martincremon-te@hotmail.com.  
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La exposición de la reconstrucción microhistórica y las 
cuestiones teóricas que proponemos discutir sigue el 
siguiente orden: el apartado I presenta un breve estado de 
la cuestión. Toda la sección II está dedicada a la microhistoria 
previa a la gestión del gobierno, es decir, a la incorporación de 
los filósofos al equipo del candidato radical y la formulación 
del plan de justicia. En el siguiente (III) reconstruimos la 
dinámica de la política de Alfonsín para implementar dicho 
plan. La relación entre política y filosofía es tratada en IV y en 
V se presenta el movimiento de los derechos humanos como 
una forma de poder constituyente.

I. Estado de la cuestión 

El libro de Horacio Verbitsky Civiles y militares (1987) 
inaugura la reflexión histórica sobre la política de derechos 
humanos del gobierno de Alfonsín. La forma de seleccionar 
los acontecimientos y segmentar el período significa la 
primera historización de la etapa (1983-1987). En primer 
lugar, aparece nítidamente identificada la labor del grupo 
de “filósofos” así como su dinámica interna dentro del 
alfonsinismo. El autor, además, destaca la importancia 
del Memorándum redactado por Nino y Malamud. En el 
apéndice se publica, por primera vez, este documento interno. 
Verbistky interpreta que en este primer lineamiento del 
programa se mantiene la ambivalencia que luego culminará 
en las leyes de absolución. Alfonsín es el actor principal. Su 
estrategia del doble mensaje y su oscilación coinciden con 
la ambigüedad del Memorándum. El grupo de filósofos está 
subordinado a la política de Alfonsín pero es la fracción más 
inclinada a implementar algunos juicios a las responsables. 
En los debates internos los filósofos discuten con el sector 
más claramente pro-militar del gobierno.

Una segunda referencia importante la encontramos en 
“Militares en la transición argentina” (1995) de Carlos Acuña 
y Catalina Smulovitz. Los autores ofrecen una reconstrucción 
compleja y funcionalista de la dinámica de la política 
alfonsinista en materia de Derechos Humanos.4 Es compleja 
porque no se presenta como una estrategia particular sino 
como “un proceso de lucha política” entre las fuerzas armadas 
y los organismos de DD.HH. Ambos sectores fracasaron en 
imponer sus intenciones de máxima. Los autores destacan 
que en cierto momento de esta dinámica primó la lógica 
jurídica por sobre la lucha política. En síntesis, Acuña y 
Smulovitz interpretan con precisión la intencionalidad del 
alfonsinismo así como las fuerzas políticas en juego. Como 
balance general, los autores concluyen en señalar que, a 
pesar de las concesiones del primer gobierno, el poder 
militar se subordinó al orden constitucional por el alto costo 
que significó la condena judicial y el descubrimiento de los 
crímenes por parte de la sociedad. 

4	 Carlos Acuña y Catalina Smulovitz, “Militares en la transición argentina…”, 
op. cit., pp. 19-99.

La tesis de Victoria Roca Pérez, Derecho y razonamiento 
práctico en C.S. Nino (2002) realiza una lectura atenta de 
Radical Evil. La investigadora analiza con pericia aspectos 
centrales del desarrollo del proyecto de Nino pero se limita 
a trascribir la justificación histórico-política del filósofo. Roca 
interpreta la coherencia entre la teoría y práctica de Nino y 
acepta su interpretación sobre la disputa política sin beneficio 
de inventario (lo cual incluye, por ejemplo, “malentendidos” 
o simplemente la torpeza del gobierno al comunicar sus 
medidas, etc.).5

Por su parte, Cristina Basombrío en el artículo que resume 
su tesis de Maestría, “Intelectuales y poder: la influencia de 
Carlos Nino en la presidencia de Alfonsín” (2008), pone en 
primer plano la importancia de Nino y los iusfilósofos.6 La 
investigadora analiza la interacción entre la lógica del político 
y la del filósofo. Se pregunta de qué manera Nino contribuyó a 
la política de Alfonsín: “¿Midió (Carlos Nino) las consecuencias 
de sus pensamientos al entrar en el círculo interno del poder?, 
¿se comportó con una visión crítica?”. Luego de desarrollar el 
análisis concluye: “Aunque a veces disintiera con el presidente, 
como sucedió con la Ley de Punto Final, lo apoyó hasta el final, 
perdiendo de este modo su visión crítica. Sus argumentos 
sirvieron a la lógica política alfonsinista”. Más adelante nos 
dedicaremos a continuar este análisis.

El artículo de Roberto Gargarella (2010) aporta algunos 
temas interesantes. En primer lugar, el autor sitúa la política 
de Alfonsín en el marco de las desventuras del liberalismo 
político en Argentina. Un destino trágico parece aquejar 
los proyectos progresistas que, luego de una “primavera”, 
giran hacia posiciones conservadoras. Siguiendo una genuina 
inspiración liberal, Alfonsín construyó una agenda robusta 
de derechos. Su empresa fue extraordinaria, casi épica. Pero 
también muestra claras limitaciones, señala Gargarella. Y 
esto porque Alfonsín tuvo un doble tratamiento respecto 
a la política de derechos. Una tendencia negativa fue su 
disposición “a pensar los derechos ‘desde arriba’”. Aquí 
justamente aparece el rol clave del “exclusivo grupo de 
juristas”. Gargarella, sin nombrarlo, se está refiriendo a 
su maestro, Nino, y a su círculo. Pero es claro que aquí la 
crítica es certera: la élite de iusfilósofos operó “de manera 
independiente y aislados del conflicto social”. Alfonsín 
ejercitaba cierto paternalismo por el cual temas esenciales 
fueron sustraídos a la discusión pública.

En los últimos años se han publicado libros testimoniales que 
aportan datos útiles y cierta perspectiva interna cercana al 
alfonsinismo.7 En nuestro caso, la fuente primaria es el libro 

5	 Victoria Roca Pérez, Derecho y razonamiento práctico en C. S. Nino, 
Alicante, Universidad de Alicante, 2002.

6	 Cristina Basombrío, “Intelectuales y poder: la influencia de Carlos Nino en 
la presidencia de Alfonsín”, Temas de Historia Argentina y Americana, 
nº 13, enero-julio de 2008, pp. 15-51.

7	 José Eliaschev, Los hombres del juicio, Buenos Aires, Sudamericana, 2011; 
Horacio Jaunarena, La casa está en orden. Memoria de una transición, 
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póstumo de Carlos Nino, Radical Evil (en adelante: RE).8 El 
carácter autobiográfico de este ensayo y su espesor teórico 
ofrecen un acceso privilegiado al plan de justicia alfonsinista.

II. Alfonsín y los filósofos 

II.1. Condiciones iniciales

El movimiento de los derechos humanos, que se fue 
nucleando en diversos organismos, se convirtió en el 
protagonista de la resistencia a la dictadura de 1976.9 Pero 
lo más asombroso, original e impredecible fue la emergencia 
de las Madres de Plaza de Mayo, un mítico día de abril de 
1977. Ante el fenómeno ominoso de las desapariciones, los 
partidos políticos desarrollaron estrategias de complicidad 
o complacencia. Y he aquí que la respuesta política contra la 
dictadura nació de las relaciones familiares.10 La maternidad 
que en tiempo de paz, según la moral tradicional, significa 
el cuidado del hijo, en épocas de terror se convirtió en 
lucha y entrega incondicional. Imposible encontrar una 
motivación más profunda que excede la biología y la moral 
social. La emergencia de las Madres de Plaza de Mayo, las 
nuevas Antígonas, fue la primera gran derrota simbólica y 
política de la dictadura. Aquí el dato fundamental es que las 
estructuras políticas preexistentes no servían para expresar 
una demanda radical en la época de la dictadura terrorista. 
El conjunto de luchas por parte de exiliados y militantes de 
derechos humanos amplió esta zona sagrada que las Madres 
fundaron. La solidaridad internacional jugó, en particular, un 
papel clave.11 Sólo para citar dos ejemplos, mencionemos 
sendos acontecimientos “externos” que perforaron el muro 

Buenos Aires, Tadea, 2012; Ricardo Gil Lavedra, La hermandad de los 
astronautas, Buenos Aires, Sudamericana, 2023; y Federico Morgenstern, 
Contra la corriente. Un ensayo sobre Jaime Malamud Goti, el Juicio a 
las Juntas y los procesos de lesa humanidad, Buenos Aires, Ariel, 2024.

8	 Carlos Nino, Juicio al mal absoluto. Los fundamentos y la historia del 
Juicio a las Juntas, Buenos Aires, Emecé, 1997. Citaremos las páginas de 
esta versión. Mantuvimos las iniciales en inglés de “Radical Evil” para 
mostrar la oposición con el sintagma “Justicia radical”.

9	 La Liga Argentina por los Derechos del Hombre (20 de diciembre de 
1937) es el más antiguo de los organismos de derechos humanos. El 
resto se fueron constituyendo en las siguientes fechas: Servicio de Paz y 
Justicia (1974); Asamblea Permanente por los Derechos Humanos (18 de 
diciembre de 1975); Movimiento Ecuménico por los Derechos Humanos 
(en febrero de 1976); Familiares de Desaparecidos y Detenidos por 
Razones Políticas (agosto de 1976), Madres de Plaza de Mayo (30 de abril 
de 1977) y Centro de Estudios Legales y Sociales (14 de marzo de 1980).

10	 Ulises Gorini, La rebelión de las Madres: historia de las Madres de 
Plaza de Mayo 1976-1983, Buenos Aires, Norma, 2006, p. 28.

11	 “Una de las enseñanzas que ha dejado la evolución de la sociedad 
argentina, es la importancia de la solidaridad internacional y de la opinión 
pública mundial, en un planeta cada vez más intercomunicado. Puede 
afirmarse, sin lugar a dudas, que el avance de los derechos humanos en 
la Argentina sólo fue posible por la acción exterior que refluyó sobre el 
país, hizo conocer lo ocurrido, obligó al régimen a limitar la represión 
y contribuyó a garantizar la vida de los activistas internos”, Emilio 
Mignone,  Derechos humanos y sociedad. El caso argentino, Buenos 
Aires, Ediciones del Pensamiento Nacional-CELS, 1991, p. 27.

propagandístico de la dictadura, la visita de la CIDH en 1979 y 
el otorgamiento del Premio Nobel de la Paz a Pérez Ezquivel 
en 1980.

La segunda gran deslegitimación de la dictadura fue la 
derrota de Malvinas en junio de 1982. Este drama, con 
casi mil soldados muertos y centenares de excombatientes 
sufrientes, aceleró la caída del régimen terrorista. Así es que 
la transición democrática comenzó con la debilidad del poder 
militar. En este contexto, las masivas violaciones de derechos 
humanos emergieron como el principal tema a resolver para el 
nuevo régimen democrático. El movimiento por los derechos 
humanos comenzó a hegemonizar el reclamo de justicia. Los 
partidos políticos que competían por la presidencia debían 
tomar alguna decisión frente a la sociedad. 

II.2. El primer encuentro

El grupo de “filósofos” de la SADAF compartían una 
misma tradición de filosofía analítica, en el sentido amplio 
del concepto,12 y también coincidían en la línea política 
socialdemócrata y progresista. Luego del golpe militar de 
Onganía (1966) los filósofos analíticos buscaron refugio 
en un ámbito propicio para la philía y así nació la SADAF. 
Entre los fundadores de la sociedad se encontraban Eugenio 
Bulygin, Genaro Carrió, Alberto Coffa, Juan Carlos D’Alessio, 
Rolando García, Ricardo Gómez, Gregorio Klimovsky, Raúl 
Orayen, Eduardo Rabossi, Félix Schuster y Thomas Moro 
Simpson.13 Desde el golpe de 1976, estos intelectuales 
ensayaron distintas formas de resistencia para mantener la 
creación y transmisión filosófica. En 1980 el grupo decide 
participar en el III Congreso Nacional de Filosofía, siguiendo 
la estrategia de las “razones prudenciales”.14

Desde el punto de vista de la filosofía del derecho, a grandes 
rasgos, la mayoría asumía el iuspositivismo inclusivo. Genaro 
Carrió era el referente más respetado por los jóvenes y 
Carlos Nino ya se destacaba como el creador del proyecto 
intelectual más innovador. A partir del humanismo liberal 
fue elaborando su “constructivismo ético”. En cierta 
forma, resulta un tanto sorprendente que la obra de Nino 
sobrepasara de manera tan evidente (sobre todo desde 
nuestra perspectiva actual) la hegemonía del iuspositivismo. 

12	 Diana Maffia, citando a Rabossi, enumera los rasgos principales de la 
tradición analítica: , “…una actitud positiva hacia el saber científico; una 
actitud cautelosa respecto de la metafísica; una concepción de la filosofía 
como una tarea elucidatoria o conceptual, que adopta el análisis como 
método; una estrecha relación entre lenguaje y filosofía; una preocupación 
por la búsqueda argumentativa de respuestas a problemas filosóficos y 
la búsqueda de claridad conceptual”, Diana Maffia, “La Tradición Analítica 
en la Facultad de Filosofía y Letras de la Universidad de Buenos Aires. Un 
testimonio personal”, Cuadernos de Filosofía, n° 69, julio-diciembre de 
2017, p. 47. 

13	 Diana Maffia, op. cit., p. 51.
14	 Martín Cremonte, “Un gallo para Asclepio y otro para Videla. Sócrates y las 

‘razones prudenciales’ en el III Congreso Nacional de Filosofía de 1980”, en 
Políticas de la Memoria, nº 22, Buenos Aires, 2022, pp. 140-158.
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Se podría decir que Nino fue el hombre justo, en el lugar 
indicado y en el momento propicio. 

Ahora bien, la mayoría de estos filósofos de la SADAF eran 
afiliados o simpatizantes de la Unión Cívica Radical (UCR). 
Así es que Genaro Carrió, Carlos Nino, Jaime Malamud y 
Martín Farrel “…se habían acercado, a comienzos de 1982 
al radicalismo y lo habían hecho a dos puntas. Por un lado 
se habían entrevistado con Antonio Tróccoli, jefe de la línea 
nacional, y por el otro con Alfonsín, jefe de Renovación y 
Cambio. En los dos casos habían ofrecido sus servicios, 
pero Tróccoli los había rechazado”.15 El primer enlace entre 
los filósofos y el candidato que finalmente triunfó en las 
internas, Raúl Alfonsín, se produjo gracias a la mediación de 
Genaro Carrió quien había sido abogado personal del caudillo 
de la UCR. 

El nudo principal para entender todas las implicancias 
políticas, morales y funcionales entre los filósofos y Alfonsín, 
surge del testimonio de Martín Farrell. Veamos parte de su 
detallado relato del primer encuentro: 

“En el mes de julio de 1983, Alfonsín nos llamó a Genaro 
Carrió y a mí para tener una reunión con él en sus oficinas de 
la calle Perú y cuando llegamos nos dijo: 

-Yo quiero juzgar a los militares porque no quiero que 
resulten impunes después de todo lo que hicieron pero sé que 
no tengo poder suficiente, que no voy a tener poder suficiente 
como para juzgar, condenar y castigar a todos. De manera que 
mi proyecto es éste: yo pienso castigar, juzgar y castigar, a 
las juntas y también quiero castigar, después de su juicio, a 
los generales de división. No creo que podamos castigar a los 
coroneles y todavía realmente no sé qué puedo hacer con los 
generales de brigada. No lo tengo decidido. Pero, la pregunta 
que les hago a ustedes es ésta: ¿se puede hacer?

Entonces yo interpreté la pregunta como una pregunta 
jurídica. Y, por supuesto, si es una pregunta jurídica y está 
presente Genaro Carrió habla él y no yo. Genaro habló 
durante 15 minutos y explicó, desde el punto de vista jurídico, 
la posibilidad de la Ley de Obediencia debida. Cuando terminó 
de hablar, Alfonsín dijo:

-Muy bien, lo entendí. Pero el sentido de mi pregunta era 
otro. Lo que yo quiero saber es esto: no quiero saber si puedo 
hacerlo jurídicamente. Lo que quiero saber es si puedo hacerlo 
moralmente. Porque si no lo puedo hacer moralmente, no lo 
voy a hacer, aunque sea jurídicamente posible”.16

15	 Jorge Camarasa, Rubén Felice y Daniel González, El juicio, proceso al 
horror: de la recuperación democrática a la sentencia, Buenos Aires, 
Sudamericana, 1985, p. 26.

16	 Las cursivas son nuestras, también las que siguen a lo largo del presente 
texto.

Nótese que la duda de Alfonsín va al corazón del problema 
en torno al nexo entre moral, política y derecho. Y esto en 
un sentido muy definido: el candidato a presidente quiere 
saber si existe la posibilidad de defender moralmente un 
juzgamiento limitado de los responsables de la represión. 
Esta pregunta es absolutamente nineana. Como Nino no 
estaba allí, quien proporcionó la respuesta fue Martín Farrell, 
desde el marco teórico utilitarista:

“Como la moral era mi ámbito, en ese caso hablé yo durante 
15 minutos. Le expliqué que desde el punto de vista utilitarista 
convenía castigar al mayor número posible de culpables, que 
tal vez un kantiano podía reprocharle no castigar a todos o 
hacer diferencias indebidas pero que él, en ningún momento, 
podía pensar que Bentham era un filósofo moral de menor 
categoría o de menor identidad que Kant, de manera que 
tenía que castigar, dentro de lo posible, al mayor número para 
producir las mayores consecuencias”.

Cuando terminé de hablar yo mis 15 minutos, Alfonsín dijo:

-Muy bien, entonces lo voy a hacer.” 

Dejando de lado la equiparación, sin duda temeraria, entre 
Bentham y Kant, nótese que Farrell brindó una respuesta que 
representaba a la mayoría de los filósofos de la SADAF. En 
principio uno podría pensar que Carlos Nino hubiera optado 
por un marco menos consecualista y más kantiano. Pero 
inmediatamente debemos agregar que nuestro filósofo se 
encuadró perfectamente dentro de este realismo político 
(y las pantanosas “razones prudenciales”). Frente a la 
sanción penal, además, Nino se declara prevencionista y 
no retribucionista. De hecho, asignará a los adversarios del 
gobierno (sus adversarios) una cierta tendencia kantiana: 
“la posición de los grupos de derechos humanos respecto 
de la justicia retroactiva era intransigentemente retributiva. 
Buscaban castigar a todos y cada uno de los responsables 
de los abusos, sin importar el grado de participación. 
Mantenían una visión kantiana del castigo…” (RE, página 
179). Como se ve, a pesar de indudable inspiración kantiana 
del constructivismo ético de Nino, es claro que en la práctica 
(en la coyuntura decisiva de 1983), el iusfilósofo aceptó el 
núcleo de la filosofía utilitarista. Lo cual quiere significar, 
para decirlo brevemente, que actuó conforme a la Realpolitik. 

En palabras de Nino, la génesis del acercamiento con 
Alfonsín se dio de la siguiente manera: “Fue en este momento 
cuando un grupo de colegas de la Facultad de Derecho de la 
SADAF, Genaro R. Carrió, Eugenio Bulging, Eduardo Rabossi, 
Jaime Malamud Goti, Martín D. Farrel, Ricardo Guibgurg y 
yo mismo comenzamos a tener reuniones para discutir las 
formas de facilitar el proceso de democratización. Luego 
de decidir contactar a los líderes del partido radical, nos 
entrevistamos con Raúl Alfonsín en la casa de Juan Gauna. 
Nos impresionó de Alfonsín su compromiso con principios 
éticos, su disposición a la discusión de ideas y la cálida 
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personalidad. Él parecía atraído por nuestro grupo y nos 
comenzó a llamar ‘los filósofos’, nombre que también 
utilizaría la prensa. Comenzamos a mantener reuniones en 
su estudio jurídico del CISEA (un centro de investigación en 
ciencia política) con su socio, Dante Giadone, su secretario 
general, Dante Caputo, y otros dos colegas” (RE, página 104).

Analicemos brevemente el tipo de relación entre el filósofo 
y el político, esto es, la postura de Nino, en tanto iusfilósofo, 
frente al candidato presidencial y luego máximo mandatario 
electo: ¿acaso el intelectual mantendrá una cierta autonomía 
moral y/o filosófica frente a Alfonsín, o bien se comportará 
como un funcionario subordinado a las decisiones (o al 
personalismo) de Alfonsín? Para dilucidar esta cuestión 
nos parece importante evocar el siguiente pasaje que 
corresponde aproximadamente a junio de 1983 (es decir, 
antes de las elecciones y antes del primer encuentro que 
referimos): “…nos enteramos (por medio de Caputo) de que 
Alfonsín quería enjuiciar a los comandantes y oficiales de más 
alto rango, pero se mostraba escéptico respecto de enjuiciar 
a demasiados oficiales de rangos menores temiendo una 
reacción peligrosa de parte de las fuerzas armadas. Nuestra 
tarea era diseñar algún tipo de mecanismo legal para facilitar 
los deseos de Alfonsín” (RE, página 107).

En esta afirmación ya se vislumbra el posicionamiento 
posterior. Nino todavía no es un funcionario subordinado al 
ejecutivo pero ya anticipa esa dependencia. No deja de ser 
curioso que Nino en su relato autobiográfico se refiera, un 
tanto caseramente, a “facilitar los deseos de Alfonsín”. Aquí 
el derecho se presenta como un simple ropaje para disfrazar 
las decisiones políticas, algo que, por cierto, no se condice 
con el ideal nineano del derecho. Por otro lado, como ya 
señalamos, la adhesión política de Nino y todo el grupo 
de SADAF a las ideas socialdemócratas era coherente con 
su aproximación a Alfonsín. Que se produjo una simbiosis 
ideológica entre el caudillo y los filósofos es indudable, 
al punto que casi resulta superfluo postular quién fue el 
autor del plan de justicia alfonsinista. Con fina ironía, Pablo 
Gerchunoff describe: “Entre octubre y diciembre de 1982, 
hubo un diálogo intenso y regular entre los tres —a los que 
se sumó la figura de Martín Farrell— diálogo coordinado por 
Dante Caputo. Alfonsín participaba de esos encuentros con 
la asombrosa convicción de que lo que se discutía y él recién 
descubría era lo que él iba a llevar a cabo como presidente”.17 

II.3. El Memorándum 

En los primeros días de octubre de 1983, unos días antes de 
la victoria electoral del 30 de ese mes, se escribe el primer 
texto que contiene in nuce toda la política jurídico-penal del 
nuevo gobierno, el Memorándum redactado por Carlos Nino 

17	 Pablo Gerchunoff, Raúl Alfonsín: el planisferio invertido, Buenos Aires, 
Edhasa, 2022, p. 159.

y Jaime Malamud. Las ideas ya habían tomado cuerpo en 
forma oral desde el primer encuentro entre los filósofos y el 
candidato de la UCR. 

Según Nino, Alfonsín sería el autor de la delimitación de 
tres niveles de responsabilidad; los dos filósofos se habrían 
limitado a darle forma a esta idea: 

“... los que planearon la represión y emitieron las órdenes 
correspondientes; quienes actuaron más allá de las órdenes 
movidos por crueldad, perversión y codicia; y quienes 
cumplieron estrictamente con las órdenes. Alfonsín creía que, 
mientras las dos primeras categorías merecían castigos, los 
que pertenecía al tercer grupo debían tener la oportunidad 
de reinsertarse en el proceso democrático”. (RE, página 106) 

De este párrafo podemos inferir algunas conclusiones. En 
primer lugar, estas tres categorías son artificiosas en el sentido 
que no se corresponden con la trama empírica de la represión 
estatal. La categoría tercera de los que cumplieron órdenes 
estrictamente, por ejemplo, ya implicaba la participación 
directa en delitos tales como secuestro, tortura y asesinato, 
mientras que la categoría segunda, de quienes se “excedieron” 
eventualmente comprendería los casos patológicos más 
extremos y el delito de robo. Analicemos el concepto de 
“excesos” que Alfonsín adoptó de la propaganda militar. 

En su texto Nino reconocía que “las categorías de Alfonsín eran 
bastante vagas”. Sin embargo el iusfilósofo y su equipo no le 
presentaron una tipificación realista, más clara y operativa. 
Este dato es revelador porque indica que ellos se limitaron a 
aprobar y “perfeccionar” las ideas de Alfonsín. El testimonio 
de Gil Lavedra fue más honesto en este punto: “El discurso 
de Alfonsín sobre los tres niveles de responsabilidad fue 
equivocado. Él distinguió entre los que dieron las órdenes y 
los que las obedecieron. ¿En qué se excedieron si era un plan 
preconcebido?”. Y agrega: “Pocas veces se reparó en que, en 
realidad, lo que proponía Alfonsín en la campaña se montaba 
sobre la premisa implícita de que las órdenes no habían sido 
brutales. Entonces ¿de qué hablamos, de ingenuidad o de 
ignorancia?”.18

Esta pregunta es crucial porque en 1983 gran parte de la 
ciudadanía ignoraba que la dictadura había ejecutado un 
plan sistemático de exterminio (o bien digamos que era 
difícil comprender la dimensión del terrorismo estatal). No 
había habido errores ni excesos sino una brutal represión 
deliberadamente implementada. A partir de la difusión del 
trabajo de la CONADEP y de la publicación del Nunca Más 
esto fue evidente para la opinión pública. La pregunta de 
Gil Lavedra apunta a saber si Alfonsín y los filósofos podían 
ignorar en 1983 la existencia de un plan sistemático: “El 
informe de la CONADEP no se había divulgado. ¿Podría el 
conocimiento del plan criminal haber cambiado esa idea de 

18	 José Eliaschev, Los hombres del juicio, op. cit., p. 217.



Políticas de la Memoria n° 24 | Diciembre 2024

12

Martín Cremonte, “Carlos Nino, los filósofos y la política alfonsinista: entre Creonte y Antígona”, 
en Políticas de la Memoria, n° 24, Buenos Aires, 2024, pp. 7-29.. [Artículo evaluado por pares].  
DOI: https://doi.org/10.47195/862.

Alfonsín? ¿O la llevaría adelante contra la evidencia de los 
hechos?”.19

Estas últimas son también preguntas retóricas. Podemos 
confirmar que ya desde 1980 los filósofos conocían la 
sistematicidad del plan represivo. Según confirma Diana 
Maffia, en la SADAF: “se analizó, en un seminario de Derechos 
Humanos con Eduardo Rabossi y Carlos Nino, el documento 
resultante de la inspección a la Argentina que realizó la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) de 
la OEA en 1979”.20 Por su parte, Alfonsín era miembro de la 
APDH y estaba perfectamente al tanto de la magnitud del 
plan criminal. 

Retomando la dinámica de los acontecimientos, señalemos 
que los tres niveles de responsabilidad que los filósofos 
“diseñan” son formulados por Alfonsín en público en agosto 
de 1983. Poco después, en una reunión (eventualmente 
en septiembre de 1983), tiene lugar otro momento en la 
gestación de la política de enjuiciamiento. Esta vez, el que 
escucha pasivamente es el candidato y los filósofos hablan: 
“Alfonsín parecía interesado en nuestras ideas, y escuchaba 
cuidadosamente mi propuesta, mientras, como siempre, 
caminaba ansiosamente por la habitación” (RE, página 108). 
(El adjetivo posesivo “mi” es significativo; Nino asume el 
protagonismo dentro del grupo de filósofos).

Por otro lado, en la vorágine de ese último trimestre de 1983, 
ya Alfonsín había integrado a todos sus “equipos” en torno 
a la arquitectura jurídica del nuevo gobierno con especial 
atención al juzgamiento de los militares. Así, pues, en esta 
integración, Nino y los filósofos tuvieron un rol directivo que 
avalaba el propio Alfonsín. Las diferencias y matices entre los 
grupos del inminente gobierno se armonizaban. Los reclamos 
militares más crudos eran canalizados por medio de los 
ministros y funcionarios del área militar (Borrás, Jaunarena y 
Tróccoli). Asimismo, el Memorándum de los filósofos no sólo 
reconocía el poder fáctico de los militares sino que justificaba 
el principio de la obediencia debida. De manera que había 
una convergencia ideológica con diferencias propias de la 
complejidad del tema. En la visión de Nino, los filósofos 
proponían juzgar a las juntas pero también aspiraban a 
que los juicios “debían ser más amplios” (RE, página 112), 
eventualmente unos pocos procesos “ejemplares”. Pero el 
sector promilitar encabezado por Horacio Jaunarena sólo 
admitía el Juicio a las Juntas y bajo jurisdicción castrense.

En síntesis: el núcleo del programa de gobierno que se había 
establecido en el Memorándum se basaba en seis pilares: i) 
los tres niveles de responsabilidad; ii) la obediencia debida, 
iii) las razones prudenciales (temor al poder militar); iv) una 

19	 Ibídem.
20	 Diana Maffia, “El análisis filosófico y la universidad de las catacumbas”, 

en XV Congreso Nacional de Filosofía AFRA, Buenos Aires, 6 al 10 de 
diciembre de 2010, p. 9. 

concepción preventiva (no retributiva) de la pena (se buscaba 
ejemplaridad para el futuro pero no castigo a la mayoría de 
los responsables); v) los tribunales militares como instancia 
de antejuicio, y vi) la tesis subyacentes de los dos demonios.

Un primer ejemplo de cómo se dirimen las diferencias 
entre los grupos, se puede ver en el problema espinoso de 
la jurisdicción. ¿Los responsables debían ser juzgados por 
tribunales militares o por tribunales civiles? En las primeras 
reuniones Martín Farrell había sostenido que los tribunales 
militares salvarían el honor de la profesión juzgando a sus 
pares. Esta “ingenuidad”, reconocida post facto, fue aceptada 
por el propio Alfonsín.21 Pero era evidente prever el riesgo 
de que los jueces militares no condenaran a sus camaradas. 
Para evitar esta probabilidad, Nino y Malamud en el 
Memorándum habían propuesto que los tribunales militares 
fueran una instancia de antejuicio y que los tribunales civiles 
funcionaran en un segundo momento. De esta manera, la 
jurisdicción castrense operaría como filtro: seleccionaría a 
los imputados y podría exculpar utilizando el principio de 
la obediencia debida. Sólo en un segundo paso, se iniciaría 
el proceso penal en los tribunales civiles. Este diseño 
permitía, como se ve, limitar considerablemente el número 
de procesados. El grupo que ocuparía el Ministerio de 
Defensa, más proclive a satisfacer los reclamos militares con 
más rapidez, adoptaron la idea de los filósofos pero con una 
variación: los tribunales militares serían la primera instancia 
de los juicios, mientras que los tribunales civiles quedarían 
como instancia de apelación. Esta última fue la versión final 
que aceptó Alfonsín. 

En cualquier caso, importa destacar la convergencia 
ideológica entre los filósofos y Alfonsín. La cuestión de la 
autoría del núcleo del programa limitacionista (teoría de los 
dos demonios, obediencia debida y amnistía generalizada) 
debe interpretarse a la luz de la simbiosis entre los filósofos 
y Alfonsín. Y esto incluye la ambigüedad respecto a la 
categoría de los “hechos aberrantes” que quedaría fuera de 
la obediencia debida. Como ha señalado Horacio Verbitsky, 
se advierte en el Memorándum la misma ambigüedad 
estructural que tenía el esquema de Alfonsín: por un lado, 
los ejecutores en tanto cometieron hechos aberrantes no 
debían ser eximidos de pena pero, al mismo tiempo, en 
tanto cumplían órdenes, es decir, en tanto coaccionados en 
circunstancias excepcionales, debían ser absueltos. “No pero 
sí” ironiza Verbitsky.22 

Más aún, en su narración autobiográfica Nino parece ir más 
allá de Alfonsín. En el caso de los torturadores, admite el 
iusfilósofo, a pesar de que la obediencia no es “una excusa 
viable” (moralmente, se entiende), “permitimos que esa 
justificación (la obediencia debida) funcionara en el caso 

21	 Jaime Malamud Goiti y Martín Farrel, “Juicios a las Juntas Militares…”, op. 
cit.

22	 Horacio Verbitsky,  Civiles y militares, op. cit., pp. 35-36.
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de la tortura” (la primera persona del plural se refiere a los 
filósofos que escribieron el Memorándum que se discutía, 
RE, página 107). Por otro lado en el documento no sólo 
aparece una contradicción entre moral y Realpolitik sino 
también la aceptación de la inmunidad militar y la escasa 
o nula valoración de la “sociedad civil”. El eufemismo para 
aludir al poder militar se expresa con el sintagma “razones 
prudenciales”. Combinando la conveniencia de optar por 
la obediencia debida generalizada y la previsión del poder 
militar, el documento señala que: 

De este modo, es plausible suponer que en la mayoría de los 
casos de quienes han obedecido estrictamente las órdenes 
recibidas en cometer delitos para reprimir a supuestos 
terroristas, la suma de tres excusas de obediencia, error 
y coacción alcanza para excluir, en estas circunstancias 
excepcionales, su culpabilidad por el acto. Por otra parte, 
no se pueden desconocer las razones de extrema prudencia 
política que llevan a limitar la punibilidad de la tercera 
categoría con el fin de rescatar a algunos hombres de armas 
para la reconstrucción democrática del país.23 

Este cálculo utilitarista en la narración de Nino aparece 
intercalado con propósitos morales sublimados, por ejemplo: 
“existían fuertes razones prudenciales para restringir el 
castigo a aquellos que actuaron fueron de ciertos límites y 
a otorgar a otros (quienes seguían órdenes) la oportunidad 
de cooperar en la reconstrucción democrática”. Resulta 
extraña la opinión de que torturadores y ejecutores de 
crímenes podrían convertirse en “cooperadores” de la nueva 
democracia. Y agrega inmediatamente el factor temporal: 
“Esta distinción (entre los que daban órdenes y las que la 
cumplían) se hacía especialmente relevante si el castigo no 
se comprendía como retributivo sino más bien como garantía 
del orden social del futuro” (RE, página 107). 

En resumen, en esta primera aproximación podemos 
observar que la enunciación de Nino en RE se constituye 
en un triple ethos de técnico-asesor, político y filósofo. El 
entrelazamiento de estos roles y el desplazamiento continuo 
expresan la principal estrategia discursiva. Otros dos rasgos 
de la dinámica enunciativa es posible reconocer a lo largo del 
texto. El “nosotros” grupal de “los filósofos” en la enunciación 
se armoniza con el testimonio en primera persona y permite 
inferir el liderazgo de Nino. Esta centralidad se puede 
corroborar con otras fuentes. Por otro lado, el ámbito de 
la reflexión moral, tan importante en el constructivismo 
nineano, a lo largo de RE, suele aparecer severamente 
condicionado por la práctica política del alfonsinismo. 
El proyecto de justicia oficial estaba atravesado por una 
contradicción entre la política y la moral. Esta ambivalencia 
desafiaba tanto la coherencia discursiva de Alfonsín que 
pretendía armonizar ambas dimensiones, como la posición 

23	 Documento facsimilar reproducido en Horacio Verbitsky, op. cit., pp. 264-
267.

de Carlos Nino que perseguía el mismo propósito en su 
filosofía del derecho. En ambos casos, la mera facticidad, 
es decir, el poder como fuerza, parecía imponerse a cierto 
ideal de justicia o moralidad. Y el Memorándum mostraba, 
con claridad, cómo la política de concesión y prudencia se 
imponía por sobre la moral y la argumentación racional. 

II.4. La campaña electoral: autoamnistía versus juicios 

Otro acontecimiento significativo fue la astucia estratégica de 
Raúl Alfonsín, candidato de la Unión Cívica Radical (UCR), para 
aumentar sus posibilidades de triunfo electoral. Ocurría que 
se estimaba que el Partido Justicialista (PJ), encabezado por 
Ítalo Luder, contaba con una mayoría amplia de votos. Alfonsín 
advirtió que el peronismo tenía una mirada complaciente 
con la dictadura y que, por tanto, podría capitalizar las 
expectativas de justicia de una importante mayoría. Cuando 
la dictadura en retirada publicó el “Documento final”, en abril 
de 1983, anticipando la autoamnistía, el candidato de la UCR 
replicó: “no está todo dicho”. 

En el discurso en el Estadio del Club Ferrocarril Oeste, en 
septiembre de 1983, Alfonsín enuncia por primera vez en 
público su tesis sobre los tres niveles de responsabilidad. 
Esto revela que el Memorándum era ya la base programática 
que orientaba su campaña y, eventualmente, sus decisiones 
futuras.24

Finalmente, el 23 de septiembre de 1983, semanas antes de las 
elecciones, Emilio Bignone promulgó la ley de Autoamnistía 
(ley 22.924). Con este acto de gobierno el presidente de 
facto pretendía la “pacificación nacional”, es decir, asegurar 
la impunidad de los crímenes de estado confiando en el 
principio de irretroactibilidad de la ley. Confirmando esa 
presunción, el candidato Ítalo Luder manifestó que la ley era 
irrevocable. Su defensa de la idea de legalidad, sin ningún 
recurso a la corrección y validez de la norma, representaba 
el viejo positivismo (posición que, precisamente, Nino 
objetaba). Era el tema más sensible de la campaña electoral. 
Inmediatamente Nino y otros filósofos de SADAF rechazaron 
la validez de la ley en un artículo publicado en La Nación. Si 
Alfonsín resultaba electo esta ley de facto sería declarada 
nula. Se trataba de un desafío teórico que estaba en el centro 
de las preocupaciones de nuestro filósofo. En un segundo 
artículo académico, Nino argumentó, desde el paradigma 
pospositivista, que las normas de facto carecían de validez. 
Su mismo origen ilegal no gozaba de aceptabilidad moral.25 

24	 También esta distinción aparece formulada en Raúl Alfonsín, Ahora. Mi 
propuesta política, Buenos Aires, Planeta, 1983, p. 148.   No obstante, 
los tres niveles de responsabilidad, por sí mismos, no reflejan la 
sistematicidad del Memorándum. La diferencia entre uno y otro reside, 
precisamente, entre una idea asilada y una estrategia sistemática (los 
“seis pilares” que definimos en el apartado II.3. Esta última es obra de 
Nino y los filósofos; la distinción de los tres niveles provenía de Alfonsín.

25	 Carlos Nino, “Una nueva estrategia para el tratamiento de las normas de 
facto”, en La Ley, 1983-D, p. 935.
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Ahora bien, precisamente en esta coyuntura el proyecto 
filosófico dio un giro más allá de su primera etapa marcada 
por el liberalismo de Oxford y por su dedicación al campo del 
derecho penal. Ahora, en cambio, aparecía en su horizonte 
la necesidad de crear una teoría de la democracia y de los 
derechos humanos, desarrollos que culminarían en una 
fundamentación del constitucionalismo.26 

III. La nueva frontera constitucional 

La dinámica del nuevo gobierno es periodizada por Nino 
en “cuatro fases”: el año 1983, el 1984, el 1985 y, la última, 
de 1986 a 1990. Más allá de esta organización del proceso 
político por parte del filósofo, no debemos perder de vista 
la ruptura que significó la recuperación democrática de 1983. 
Esta novedad fue algo más que una “transición”. Se trató 
de un cambio de régimen que se puede describir como la 
demarcación de una frontera rígida entre el pasado dictatorial 
y el nuevo orden constitucional-democrático.27 

Esa demarcación significó, ni más ni menos, que la 
constitución de un nuevo espacio simbólico-material regido 
por los principios republicanos de la Constitución. En la nueva 
lógica, la vigencia de la Constitución y de las instituciones 
representativas implicaba la prohibición del mecanismo de 
la violencia como forma de dirimir conflictos. Además, el 
nuevo espacio establecía una temporalidad estricta, basada 
en la caducidad de los mandatos y la obligatoriedad de las 
elecciones. Surgió una nueva esfera pública y desapareció 
la tutela militar y clerical sobre la sociedad civil (aunque 
no la capacidad de presión de estas corporaciones, desde 
luego). Otro cambio radical fue que los sectores de izquierda 
abandonaron la militancia revolucionaria y la lucha armada. 
Gran parte se volcaron a la lucha por los derechos humanos. 
Los familiares y sobrevivientes comenzaron a demandar 
justicia, dejando de lado cualquier posibilidad de venganza y 
represalia extra legal. Mientras que en Grecia la militancia de 
izquierda exigió fusilamiento a los opresores, en Argentina la 

26	 Cfr. Roberto Gargarella, “El punto de encuentro entre la teoría penal y la 
teoría democrática de Carlos Nino”, en Anales Filosóficos, XXXV nº 2, 
noviembre 2015, p. 189. Notemos la simultaneidad de la práctica política 
de Nino con su elaboración teórica. El texto Ética y derechos humanos. 
Un ensayo de fundamentación, fue escrito en 1983 y publicado en enero 
de 1984. También el contexto de problemas se refleja en las clases que 
Nino dictara en SADAF entre 1983 y 1984 y que fueron publicadas por 
Marcelo Alegre, Ocho lecciones sobre ética y derecho para pensar la 
democracia, Buenos Aires, Siglo XXI, 2013.

27	 Cfr. Gerardo Aboy Carlés, Las dos fronteras de la democracia argentina, 
op. cit. Sigo con libertad este trabajo de Aboy Carlés. En la página 169 
el investigador define la constitución de la frontera y de las identidades 
políticas. En nuestro caso, diferenciamos la constitución de una frontera 
constitucional (rígida) más general, de la frontera interior (dentro del 
sistema democrático-republicano) que construye el discurso alfonsinista.

demanda de justicia fue reclamo radical por justicia legal sin 
pena de muerte.28

En síntesis, ésta fue la frontera constitucional que fundó 
el nuevo espacio de prácticas. Sólo en este límite mayor 
el discurso alfonsinista construyó su propio campo de 
significados. El líder radical buscó asimilar su gobierno 
con la frontera rígida del régimen constitucional. Es decir, 
intentó identificar la UCR bajo su conducción con la Nación. 
La vocación populista del yrigoyenismo funcionó como un 
recurso retórico que buscaba ampliar la base social del primer 
gobierno. A pesar del regeneracionismo y fundacionalismo 
del alfonsinismo el gobierno no logró consolidar un “tercer 
movimiento histórico”. En parte esta limitación se debió a la 
resistencia de los sectores obreros y los sindicatos peronistas. 
A pesar del discurso fundacionalista y de la construcción de 
un “nuevo comienzo” orientado hacia el futuro, en la práctica 
institucional Alfonsín creía y actuaba como si la transición 
debiera ser pactada con el poder militar. El término clave 
que el líder radical adoptó en sus estrategias discursivas, 
directamente del cinismo eclesiástico, fue el concepto de 
“reconciliación”.29 

III.1. Primer intento frustrado de introducir el principio 
de obediencia debida (enero de 1983)

Con el tratamiento de la ley 23.049 que regulaba los juicios, 
el gobierno intentó establecer la presunción de obediencia 
debida para los oficiales medios. La redacción del proyecto 
oficial los eximía mediante esta clausura: “Se presumirá, 
salvo prueba en contrario, que se obró con error insalvable 
sobre la legitimidad de la orden recibía”. Pero en el Congreso 
la fórmula se modificó perdiendo su carácter imperativo: 
“Podrá presumirse, salvo evidencia de lo contrario, que se 
obró con error insalvable sobre la legitimidad de la orden 
recibida, excepto cuando consistiera en la comisión de 
hechos atroces y aberrantes”. El comentario de Carlos Nino 
al respecto: “Esta última condición frustraba la estrategia 
de Alfonsín, transformando una excepción implícita y 
relativamente estrecha a una regla clara en un medio más 
amplio y explícito de rebatir la presunción” (ER, página 
123). En suma, la modificación ya no permitía eximir a los 
ejecutores de su responsabilidad. Pero lo notable de la 
enunciación de Nino es que adjudicaba sólo a Alfonsín la 
estrategia, como si el iusfilósofo no compartiera el mismo 
proyecto (y, por tanto, fuera sólo un técnico sin compromiso). 
Pero renglones más abajo el propio Nino expresa con más 
claridad su identificación con la estrategia. Al enterarse de 
la modificación, narra: “Muy agitado telefoneé a Alfonsín 

28	 Kathryn Sikkink, La cascada de Justicia. Cómo los juicios de lesa 
humanidad están cambiando el mundo de la política, Buenos Aires, 
Gedisa, 2013, p. 64.

29	 “La Argentina es católica militar” definía Mariano Grondona en la editorial 
de agosto de 1976 en Carta Política, citado por Luis Duhalde, op. cit., p. 
57.
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y le pedí que previniera el desastre. Me respondió algo en 
forma un tanto fatalista, diciendo que debíamos dejar pasar 
las cosas y luego veríamos…” (RE, página 124). Nótese en qué 
medida Alfonsín actuaba (y en este caso no tenía otra opción) 
como un “tiempista” que intentaba posponer decisiones que 
pudieran contradecir las expectativas sociales y cómo Nino, 
por su parte, va advirtiendo que la demora podría terminar 
en una resolución dramática.

III.2. Segunda frustración: plumas blancas y demora 
del Consejo Superior (octubre de 1984)

El otro escenario de pugna era el más alto tribunal de 
jurisdicción militar, el Consejo Superior de las Fuerzas Armadas. 
Alfonsín aspiraba a la “autodepuración” del poder militar. Para 
esta pretensión era necesario que los militares juzgaran a sus 
pares. Pero la cohesión ideológica de la corporación castrense 
era tan fuerte que esto resultaba muy poco verosímil. Los 
organismos de derechos humanos se oponían a esta concesión 
a los militares. Al cumplirse los seis meses de plazo, la Cámara 
Federal, en tanto cámara revisora tal como lo preveía la ley 
23.049, exigió resultados al Consejo Supremo y éste respondió 
“que no podía llegar a una conclusión dada la complejidad de 
los casos” (RE, página 125). 

En esta coyuntura, Nino refiere: “Luego de este episodio los 
miembros de la Cámara Federal, los miembros del Consejo 
Supremo, Malamud y yo asistimos en forma subrepticia a un 
asado en el club del policía” (RE, página 125). El objetivo de los 
filósofos consistía en “tratar de detectar la predisposición del 
Consejo Supremo respecto del juicio”. Y agrega “la atmósfera 
era amigable, como en la mayoría de los asados argentinos” 
(RE, página 125). Sin embargo, el círculo de Nino comprueba 
que entre los jueces militares no existía predisposición para 
llevar adelante el proceso.30 Más aún, poco después, este 
Consejo Supremo eximió a los opresores declarando que las 
órdenes era “inobjetables”. 

Finalmente, como era imaginable, vencido el plazo previsto 
por la ley 23.049, la Cámara Federal asumió el control del 
juicio. Nino comenta: “Esta decisión marcó el fracaso de 
un elemento clave de la estrategia de Alfonsín: utilizar el 
tribunal militar como un filtro para asignar responsabilidades 
por violaciones de derechos humanos” (RE, página 127). De 
nuevo, en la enunciación el presidente es el responsable 
ideológico y Nino meramente el subordinado técnico que 
colabora por deber institucional. Pero también en esta 
narración se establece una cierta ingenuidad, si cabe la 
palabra, respecto a la conducta de los jueces militares: 
“Nadie (excepto tal vez Alfonsín) sabe por qué los militares, 
a través del Consejo Supremo se negaron a purificar la 
institución y reconstituir su ascendencia social. Tal vez la 
presión social forzó al Consejo Supremo a renegar de sus 

30	 Este episodio lo refiere también Ricardo Gil Lavedra, op. cit., p. 70.

promesas previas” (RE, página 127). A la presión sectorial, 
Nino suma un elemento novelesco (RE, página 126): personas 
anónimas (¿mujeres de la familia militar?) apremiaban a los 
jueces enviándoles cartas anónimas con plumas blancas.31 
Este detalle pintoresco forma parte de una famosa novela 
británica, The Four Feathers (RE, página 126) de Alfred E. W. 
Mason. Esta obra tuvo varias adaptaciones cinematográficas. 
La costumbre de enviar plumas a los hombres que rehuían 
la obligación de acudir al servicio militar se puso en práctica 
en la Primera Guerra Mundial. La reaparición de este motivo 
novelesco en la Argentina de los ‘80, en realidad, ocultaba 
algo más simple. La hipótesis más económica nos sugiere que 
el tribunal militar, simplemente, intentó dilatar el proceso y 
deslegitimar toda tentativa de enjuiciamiento. 

III.3. La CONADEP (1984)

Por el decreto presidencial 187 del 15 de diciembre de 1983 
Alfonsín creó una comisión especial para investigar las 
desapariciones. Este organismo dependería del ejecutivo. 
La intención era evitar la formación de una Comisión 
Parlamentaria que pudiera ser integrada por la oposición y 
los organismos de derechos humanos. Alfonsín pretendía una 
“despolitización” nombrando en la nueva CONADEP a figuras 
prestigiosas más allá de las facciones aunque incluyendo a 
legisladores de la oposición. El filósofo Eduardo Rabossi era 
parte del equipo de la SADAF y tenía el rol clave de asegurar la 
dirección ideológica del gobierno. La estrategia, una vez más, 
era lograr que el gobierno fuera decisor “neutral” y principal 
en la política de derechos humanos. Pero la aspiración a la 
hegemonía hermenéutica de Alfonsín no se pudo concretar.

Un motivo importante para explicar el tropiezo del 
alfonsinismo en el mismo seno de la CONADEP se debió a 
que sus integrantes, comenzando por Ernesto Sábato, no 
aceptaron subordinarse al control del gobierno. Un punto 
clave de esta disputa interna fue la negativa del gobierno a 
incluir en el Informe de la CONADEP a los 1.000 responsables 
de crímenes que se identificaron en la investigación. Esta 
precaución censora, no obstante, no fue efectiva. Nino lo 
refiere de esta manera: “Pocos días más tarde, la lista era 
publicada por El periodista, probablemente por la filtración 
realizada por algún miembro del staff de la Conadep ligado a 
los grupos de derechos humanos” (RE, página 131). Eduardo 
Rabossi operaba a favor del gobierno y defendía el secretismo 
en esta materia. 

Sin lugar a dudas, uno de los momentos más intensos del 
debate entre algunos miembros de la CONADEP y el ejecutivo 
fue la disputa por la divulgación del Informe. Alfonsín 
rechazaba la idea de difundir por televisión los resultados 
de la investigación. Pero Ernesto Sábato se mantuvo firme y 
amenazó incluso con renunciar si no se emitía el programa. 

31	 Cfr. Ricardo Gil Lavedra, op. cit., p. 71.
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Finalmente, el presidente accedió con la condición de que el 
ministro Tróccoli quedara a cargo de una introducción.32 El 
30 de junio se realizó la trasmisión por canal 13. El discurso 
de Tróccoli fue la apoteosis de la nueva versión de la T2D, lo 
cual provocó fuertes críticas por parte de los organismos de 
derechos humanos.

Si la CONADEP había resultado de una cierta convergencia 
entre el gobierno y los organismos de derechos humanos, 
ahora se abría una diferencia entre la versión binaria del 
gobierno que buscaba la amnistía y los reclamos maximalistas 
de justicia. En el debate público, la T2D entró en crisis 
cuando algunos intelectuales del movimiento de derechos 
humanos comenzaron a impugnar tanto la veracidad de esa 
interpretación histórica como de su consistencia jurídico-
moral.

III.4. El Juicio a las Juntas (1985)

En abril de 1985 comenzaron las primeras audiencias del 
Juicio a las Juntas y la sentencia fue en diciembre de ese 
mismo año. Fue una tarea hercúlea. Por primera vez en la 
historia mundial los responsables de una dictadura fueron 
juzgados por tribunales civiles locales con el código penal 
común. Además el proceso se llevó adelante con gran 
profesionalismo y en tiempo récord, sobre todo teniendo en 
cuenta que la densidad de crímenes y la cantidad de material 
probatorio fue monumental. 

Como señala Hugo Vezzetti, el Juicio “constituyó la marca de 
un cambio histórico y el símbolo mayor de la transición de la 
democracia”.33 Fue una representación colectiva impactante. 
Toda forma de justicia requiere un espacio público en el que 
se despliegue una cierta verdad y se debata en torno a los 
testimonios. Y esto a pesar de que el juicio no fue transmitido 
en vivo y directo.34 

Carlos Nino refiere los hechos de esta manera: “La primera 
audiencia pública del gran juicio tuvo lugar el 25 de abril de 
1985. El ambiente estaba cargado con una gran emoción. 
50.000 personas concurrieron a Buenos Aires y en ciudades 
del Interior como una expresión de apoyo al juicio” (RE, 
página 133). Por otro lado, el filósofo destaca aspectos 
académicos que nos remiten a la illusio escolástica. El juicio 
adquiere la dimensión intemporal del ágora griega: “Un grupo 
de conocidos filósofos morales de habla inglesa Ronald 
Dworkin (quien luego escribió la introducción de la edición 
inglesa del Nunca Más), Owen Fish, Thomas Nagel, Thomas 
Scanlon y Bernard Williams, asistieron a algunas audiencias. 

32	 Emilio Crenzel, La historia política del Nunca Más, op.cit., p. 80 y ss.
33	 Hugo Vezzetti, Pasado y presente, op. cit., p. 135
34	 En los noticieros se relataba lo sucedido por el recurso de mostrar pocas 

imágenes comentadas por una voz en off. Pese a esta restricción, la 
escenificación de la verdad del horror y del terror fue considerable.

En un clima algo ateniense discutieron los problemas legales 
y filosóficos asociados con la justicia retroactiva. También 
brindaron conferencias públicas acerca de cuestiones 
filosóficas abstractas en la Universidad de Buenos Aires y en 
la SADAF” (RE, páginas 135-136).

Sin embargo, el mismo Nino refiere inmediatamente 
situaciones poco ideales. En la segunda mitad del año ‘85, 
en el momento de espera de la sentencia, las amenazas de 
bombas intentaron desestabilizar el proceso judicial. En esa 
coyuntura y retomando el proyecto oficial de imponer la 
obediencia debida, Nino refiere lo siguiente: 

Así, Alfonsín nos pidió a Malamud y a mí que organizáramos 
una reunión secreta con los miembros de la Cámara Federal 
para discutir la cuestión de la obediencia debida. La reunión 
consistió en una cena en mi casa en octubre de 1985 a la cual 
asistieron seis jueces, Alfonsín (quien llegó en un coche con 
un vidrio polarizado), Malamud, mi esposa y yo mismo. (RE, 
página 139)

En este clima, luego de elogios y previsibles cortesías a los 
jueces, Alfonsín comentó su preocupación por medidas que 
“pudieran contener adecuadamente los juicios” y deslizó una 
“consulta”: “Finalmente les pidió a los jueces si podían definir 
obediencia debida en su decisión, para lograr tales fines” 
(RE, página 139). Se trataba casi de un ruego desesperado. 
Era un “tanteo” para ver hasta qué punto los jueces estaban 
dispuestos a hacer lo que en el habla popular se llama “trabajo 
sucio”. Y la respuesta negativa fue también previsible: “Le 
contestaron que sería bastante difícil hacerlo dado que 
estaban tratando con aquellos que dieron las órdenes y 
que como jueces no podían realizar una afirmación general”. 
En otras palabras, la respuesta fue correcta y apegada a 
principios republicanos. Los jueces no podían establecer un 
criterio interpretativo general como si fueran legisladores. 
También la respuesta contenía un segundo enunciado 
derivado: si Alfonsín quería una ley de obediencia debida debía 
mandar, por su propia decisión, un proyecto al Congreso. 
Finalmente, cuando se dictó la sentencia en diciembre, el 
punto 30 del fallo del tribunal, dispuso que el contenido y 
la sentencia se pusieran en conocimiento del Consejo “a los 
efectos del enjuiciamiento de los oficiales superiores”... “y de 
todos aquellos que tuvieron responsabilidad operativa en las 
acciones”. Esta última disposición que expandía los juicios fue 
la derrota crucial para la política limitacionista del gobierno.

Como bien apunta Marcos Novaro, en esta coyuntura clave, 
Alfonsín “fue traicionado por sus propias criaturas”. Es 
decir, en un sistema republicano las comisiones creadas por 
el ejecutivo y, con mayor razón, los tribunales autónomos 
adquirieron una independencia que escapaba al poder 
presidencial. De manera que “el gobierno esperaba pocos 
juicios pero cuando la Conadep hizo un informe más 
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exhaustivo que el esperado y la Cámara incluyó el punto 30 
en el fallo, el proceso escapó al control del gobierno”.35 

Y ocurrió otro evento significativo que permitió tipificar la 
autoría y participación en los crímenes, a saber: la teoría de 
Claus Roxin. En la teoría penal tradicional el dominio del 
hecho se ejerce a través del “dominio de la voluntad” del 
ejecutor, en lugar del dominio de su acción. No obstante, 
en la dictadura Argentina se necesitaba especificar el tipo 
del autor mediato y también la de los coautores materiales 
(ejecutores): 

Por ello la Cámara recurrió a Claus Roxin, mentor de ese 
modelo de autoría mediata con ejecutores responsables. Se 
trata de supuestos donde la voluntad se domina a través 
de un aparato organizado de poder, cuya característica es 
la fungibilidad de los ejecutores, porque opera como un 
engranaje mecánico. Al hombre de atrás le basta con controlar 
los resortes del aparato pues si alguno de los ejecutores 
elude la tarea, aparecerá otro inmediatamente en su lugar que 
lo hará, sin que se perjudique la realización del plan total.36

Esta teoría penal permitió definir los tipos con precisión y 
encuadrar el plan de sistemático exterminio de la dictadura. 
El propio Roxin fue invitado a un encuentro con los jueces 
pero, finalmente, el viaje se suspendió porque el gobierno 
argentino y la Embajada de Alemania declararon que no 
podrían garantizar la seguridad del penalista. 

Al final del año 1985 las encuestas indicaban un alto índice 
de aprobación del 71% favorable al gobierno.37 El Juicio a las 
Juntas fortaleció al gobierno y era de esperar que el avance 
de los otros juicios aumentaría su capital político. Pero, al 
mismo tiempo, el malestar de los militares aumentaba y una 
minoría de mandos medios del ejército tramaba una rebelión 
contra la continuidad de los juicios. 

III.5. Las instrucciones a los fiscales (abril de 1986) 

En su libro autobiográfico, Nino registra que en 1986 
comienza una “cuarta fase” (1986-1990). Luego del impacto 
de la CONADEP y del Juicio a las Juntas, los sectores 
promilitares comenzarán una contraofensiva en pos de 
la impunidad. Por un lado, la sociedad civil aprobaba 
mayoritariamente la política de enjuiciamiento y adhería al 

35	 Marcos Novaro, “Formación, desarrollo y declive del consenso alfonsinista 
sobre derechos humanos”, en Roberto Gargarella, María Victoria Murillo 
y Mario Pecheny (comps.), Discutir Alfonsín, Buenos Aires, Siglo XXI, 
2010, p. 48.

36	 Javier De Luca, “Autoría en Aparatos Organizados de Poder. Caso Argentino. 
Homenaje a Andrés José D’Alessio”, en Revista Jurídica de Buenos Aires, 
2011, pp. 141-156. Ver Claus Roxin, “Dirección de la organización como 
autoría mediata”, conferencia dictada en la Facultad de Derecho de la 
Universidad Andrés Bello de Chile, 22 y 23 de setiembre de 2009.

37	 Andrés Alberto Masi, Los tiempo de Alfonsín. La construcción de un 
liderazgo democrático, Buenos Aires, Capital Intelectual, 2014, p. 379.

movimiento de derechos humanos; por el otro, el gobierno 
tenía la disyuntiva de apoyarse en este amplio consenso o 
bien aceptar las presiones del poder militar. Todavía Alfonsín 
tenía la posibilidad de tomar una decisión clave en favor 
de la justicia y las víctimas. Pero, a partir de 1986, Alfonsín 
ratificará su plan inicial de limitar los juicios al mínimo. Por 
tanto, no podemos hablar de un “giro conservador” sino de la 
progresiva explicitación de la agenda limitacionista. Alfonsín 
gradualmente abandonaría la ambigüedad.

Luego de la sentencia, y para evitar la expansión de los 
juicios al conjunto de responsables, el gobierno buscó otro 
posible atajo. El tiempo corría. El Ministro de Justicia Ideler 
Tonelli propuso la idea de disponer desde el Ministerio de 
Defensa unas “Instrucciones” para que los fiscales generales 
pudieran eximir a la mayor parte de los responsables. De 
nuevo, la táctica consistía en introducir los tres niveles de 
responsabilidad y la obediencia debida. El presidente aprobó 
la propuesta. El 24 de abril de 1986 envía las Instrucciones a 
los Fiscales militares. 

Esta medida nos ilustra de qué manera se coordinaban las 
distintas fracciones del gobierno en torno a una medida 
concreta. El ala promilitar que encabezaban Germán López, 
Tróccoli y el constante Jaunarena se sumó a la idea de 
Tonelli. En cambio, Eduardo Rabossi, representando a los 
filósofos, se opuso a la medida. En este año decisivo de 
1986 Nino comienza a abandonar el liderazgo del grupo: “Mi 
conexión con los eventos de este período fue menos intensa 
dado que en la navidad de 1985 el presidente me nombró 
coordinador del Nuevo Consejo para la Consolidación de 
la Democracia…” (RE, páginas 143-144). Ya como parte del 
grupo de iusfilósofos, Nino se distancia de la iniciativa de 
las Instrucciones: “No llegamos a un consenso acerca del 
curso de acción que se debería tomar. De todas formas 
tuve la clara impresión de que la idea de detener los juicios 
estaba creciendo” (RE, página 144). Más aún, Nino discute 
acaloradamente con Tonelli sobre la viabilidad de la nueva 
medida (RE, página 145). Ahora bien, como veremos, el 
filósofo oxoniense no explicita ningún reparo ético-político a 
las “Instrucciones”. Sólo parece objetar su viabilidad técnica 
pero no el problema de fondo, a saber: las consecuencias de 
la impunidad. 

En cualquier caso, la iniciativa de las “Instrucciones” generó 
un frente de oposición. En palabras de Jaunarena: “Todo 
parecía desarrollarse normalmente hasta que uno de los 
miembros de la Cámara que había juzgado a las Juntas, el 
doctor Torlasco, manifestó su desacuerdo con la medida y 
adelantó su propósito de renunciar a la Cámara. Esta actitud 
cambió el clima. Rápidamente comenzaron a escucharse 
fuertes críticas por parte de los que hablaban de maniobras 
de gobierno para asegurar impunidades…”.38 En esta narrativa 
auto apologética, Jaunarena presenta las Instrucciones como 

38	 Horacio Jaunarena, La casa está en orden, op. cit., p. 149.
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una propuesta de buena fe que no tenía la intención de 
implementar ningún tipo de amnistía: “Nunca pude entender 
esta suerte de histeria que se generó a partir de conclusiones 
falsas sobre el contenido o propósitos de esta medidas y el 
comportamiento de notorios dirigentes de nuestro Partido 
que se manifestaron en contra de un instrumento que había 
sido aprobado por el propio presidente”. Para la visión de 
Jaunarena resultaba insólito que sus correligionarios no se 
sujetaran al liderazgo de Alfonsín. Es cierto que el rechazo 
moral y político de este subterfugio también suscitó la 
desaprobación de los sectores progresistas de la UCR La 
conclusión del ex Ministro también es clara: “Se frustraba 
así el último intento de encaminar la situación que se había 
desmadrado sin recurrir al Parlamento”.39 

III.6. La Ley de Punto Final (diciembre de 1986)

Habiendo fracasado también la estrategia de las Instrucciones 
para Fiscales, Alfonsín encomendó a Ricardo Entelman 
y a Malamud Goti que propusieran una ley que acortara 
el tiempo de las prescripciones según una idea del juez 
Petracchi. Este mismo juez de la Corte Suprema, a pedido de 
Alfonsín, había logrado detener las citaciones a militares que 
comenzaron a precipitarse en diciembre de 1986. Según Nino 
“se evitó así una crisis en forma temporal” (RE, página 148). 
Pero el 5 de diciembre, la Cámara Federal absolvió a Astiz 
aplicando el sistema de prescripción de la acción legal y ese 
mismo día Alfonsín envió la Ley al Congreso. Una vez más 
Carlos Nino expresa con parquedad su disidencia: 

Yo pensaba que la Ley de Punto Final era políticamente 
contraproducente. Luego entregué una carta Alfonsín en la 
cual desarrollaba claramente mis objeciones, a la vez que le 
pedí licencia para enseñar en Yale Law School. Él se puso la 
carta en su bolsillo, me abrazó mientras me decía ‘déjeme 
intentarlo’ y me deseó buena suerte en Yale. (RE, página 148)

¿Cuáles eran las objeciones de Nino al proyecto de Ley de 
Punto Final? El filósofo no lo dice. Se sobreentiende que 
forma parte de la discreción debida al presidente. La escena 
repite el tópico del “retiro del sabio”. No obstante, parece 
que no se trataba de una objeción moral de fondo. La sutil 
alusión (y elusión) de Nino está severamente limitada por sus 
otras afirmaciones y actos que él mismo narra en su libro. 
Siguiendo con coherencia la lógica limitacionista pensada 
desde el principio, Nino confiaba en el subterfugio de evitar 
la expansión de los juicios por el canal institucional y, al 
mismo tiempo, de sortear el costo político de una Ley de 
Obediencia Debida (“burda”, califica Nino).

En el anuncio televisivo sobre la ley de Punto Final, 
Alfonsín proponía una nueva etapa, “un salto al futuro” que 
no significaba “olvido” ni “impunidad” sino la solución al 

39	 Ibídem.

“retraso en la asignación de responsabilidades”. Anunciaba 
que la “ley de extinción de plazos” procuraría solucionar 
un gran problema ya que “se está afectando de manera 
directa tanto a las víctimas de la represión ilegal como a un 
número considerable del personal de las Fuerzas Armadas 
que experimentan dudas acerca de su eventual situación 
procesal”.40 En estas últimas palabras se nota una asombrosa 
versión de la T2D, ya que se afirma un simultáneo beneficio 
para las víctimas y los represores. Pero resulta claro que 
estos últimos serían los únicos favorecidos. La posibilidad 
de poner término a los juicios que recién comenzaban 
significaba un perjuicio incalculable para las víctimas y una 
sensación de injusticia y desamparo para toda la sociedad. 
La población percibió que esta ley era una trampa o una 
amnistía encubierta. Un jurista tan sofisticado como Marcelo 
Sancinetti argumentó que, en efecto, no se trataba de una 
simple ley de prescripción sino de una amnistía.41 

Por otro lado, el proyecto de ley parecía contradecir 
algunos principios de Alfonsín. Repitiendo ideas que había 
ya pronunciado, el primer mandatario insistió en que no 
creía “…en los puntos finales establecidos por decretos. No 
se cierran capítulos de la historia por la voluntad exclusiva 
de un dirigente, cualquiera sea y cualquiera sea la razón 
que esgrima” y esto lo decía en perfecta contradicción 
performativa: hacía lo que enunciaba que no debía hacerse. El 
primer mandatario afirmaba creer en que la “sociedad misma” 
con “conciencia y consenso” debía poner fin a esta “suerte 
de sospecha interminable” que pesaba sobre las Fuerzas 
Armadas. Como bien señala Marcelo Sancinetti, si realmente 
Alfonsín hubiera confiado en establecer una democracia 
firme con un consenso fuerte habría dispuesto una consulta 
popular similar a la disputa fronteriza por el Beagle con la 
República de Chile. Si se sopesa una hipótesis contrafáctica, 
el resultado más probable de esa consulta hubiera sido una 
mayoría a favor de la continuidad de los juicios.42 

Como se sabe, finalmente, la ley que establecía la caducidad 
de la persecución legal finalmente fue aprobada en 
diciembre de 1986. Más memorable, para el registro de 
acontecimientos imprevistos, fue la empresa épica de los 
organismos de derechos humanos que sorteó el obstáculo 
del límite temporal. Así fue que se logró, en tiempo récord, 
denunciar formalmente a 400 imputados. De nuevo, Nino 
deja constancia de este nuevo tropiezo de las intenciones del 
gobierno: “Cuando volví a la Argentina a mitad de marzo de 
1987, yo me di cuenta de que había subestimado el efecto 
de la ley: mi estimación era que el número alcanzaba a 150 
pero de hecho eran 400, 20 veces el número de imputados 

40	 “El presidente Alfonsín argumenta sobre la Ley de Punto Final. Cadena 
nacional”, en Prisma. Archivo Histórico RTA, AV-5599, 05/12/1986.

41	 Marcelo Sancinetti, Derechos humanos en la Argentina postdictatorial, 
Buenos Aires, Lerner, 1988, pp. 62-71. Cfr. también Roberto Bergalli, 
“Argentina: cuestión militar y discurso jurídico del olvido, en Doxa, nº 4, 
1987, pp. 381-395.

42	 Marcelo Sancinetti, op. cit., p. 55.
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hasta la fecha” (RE, página 150). Y, agrega el filósofo esta 
comparación que suele utilizar reiteradamente: “Por lo tanto, 
la Ley de Punto Final estaba teniendo, como las Instrucciones, 
un efecto bumerán, provocando un estallido de actividad 
judicial” (RE, página 150).

III.7. La crisis de Semana Santa y la Ley de Obediencia 
Debida (1987)

Los acontecimientos de Semana Santa de 1987 exhibieron 
el corazón oculto del plan alfonsinista. Es cierto, como 
sostienen aún hoy los defensores del líder radical, que no 
fue una claudicación repentina sino, en todo caso, la puesta 
en marcha de una claudicación antigua. Fue, sencillamente, 
la realización del plan del Memorándum, precipitado por la 
presión de la llamada rebelión de los “cara pintada”.

El miércoles 15 de abril de 1987, en vísperas de Semana Santa 
el mayor Ernesto Barreiro no compareció ante el juez federal 
cordobés. Se lo investigaba por su actuación en el centro 
clandestino de detención “La Perla”. Barreriro se acuarteló 
en un Regimiento de Córdoba y así comenzó la rebelión de 
los “cara pintada”. El objetivo principal de los sediciosos era 
frenar los juicios pendientes contra varios centenares de 
oficiales responsables y, eventualmente, exigir una amnistía 
general. En los años anteriores, a través del Ministerio de 
Defensa, Alfonsín había prometido a los mandos oficiales 
superiores (generales y coroneles) y a los mandos intermedios 
(tenientes coroneles, mayores y capitanes) una “solución” 
que los eximiera de la persecución judicial. La política militar 
de Alfonsín había atravesado varias vicisitudes en su objetivo 
de subordinar las Fuerzas Armadas al mismo tiempo que 
impulsaba los juicios.43 Pero en la Semana Santa de 1987 el 
puñado de cuadros intermedios encabezados por Aldo Rico 
hackeó el edificio entero de la política militar de Alfonsín. El 
gobierno sabía que en las Fuerzas Armadas no había intención 
de hacer un golpe de Estado pero también estaban al tanto 
del clima de insubordinación de estos cuadros intermedios 
contra los juicios. Un dato decisivo fue que las tropas leales 
que debían reducir a los rebeldes no estaban dispuestas a 
disparar a sus camaradas. 

Quedaba aún un interrogante: saber hasta qué punto un 
intento de golpe militar sería tolerado por la sociedad civil. La 
rebelión de Semana Santa fue el momento clave para dirimir 
si la sociedad argentina aún aceptaba la “tutela” militar y los 

43	 Ante todo debemos decir que todos los ministros de Defensa que 
Alfonsín designó carecían de formación en temas militares: “La decisión 
de Alfonsín lo pinta de cuerpo entero. Para lo más difícil, su mejor amigo, 
el hombre de confianza […] ¿Sabía algo Borrás del tema militar? No 
sabía absolutamente nada, y a Alfonsín no le importaba. Los expertos 
ya llegarían. ¿Sabía algo Jaunarena del tema militar? Absolutamente 
nada. De hecho, iba a ser Secretario de Vivienda si Borrás ocupaba el 
Ministerio de Salud y Acción Social”. Pablo Gerchunoff, op. cit., p. 209. 
Dos herramientas principales que Alfonsín tenía para subordinar al poder 
militar eran los ascensos que debía aprobar el Senado y el presupuesto.

viejos poderes corporativos (la Iglesia integrista), o bien si la 
democracia gozaba de una legitimidad fuerte. Y la respuesta 
fue inequívoca. Cuando se difundió la noticia de lo que 
parecía un nuevo intento de golpe de Estado, la ciudadanía se 
manifestó masivamente. Fue una movilización contundente. 
La oposición política, los sindicatos, la Iglesia y el conjunto 
de las naciones de Occidente, especialmente Estados Unidos, 
apoyaron de manera firme al gobierno democrático. Esto 
indicaba que un posible gobierno militar no podría contar 
con la mínima legitimidad necesaria. La frontera democrática 
era rígida. 

Dramática era, por cierto, la tensión del domingo. Pero el 
apoyo popular e internacional resultó tan abrumador que 
Alfonsín hubiera podido consolidar su autoridad exigiendo 
una rendición incondicional. Sin embargo, Alfonsín tomó una 
decisión que destruiría todo su capital político e institucional. 
Optó por dirigirse personalmente al cuartel de los rebeldes. 
Este acto legitimó, inexplicablemente, a los carapintadas 
como interlocutores. Y una segunda consecuencia fatídica 
que asumió Alfonsín fue simular una resolución del conflicto.

En la memoria colectiva, uno de los momentos más icónicos 
de la época fue la plaza llena y el discurso del mandatario. La 
simulación de una victoria sin negociación quedó plasmada 
en una frase que se ha convertido en una consigna irónica 
de la conciencia colectiva: “¡Felices pascuas, la casa está 
en orden!”. Fue un epitafio. Y también fue otro momento 
de teatralización: los ciudadanos contemplaron, como 
espectadores que ejercitaban el juicio práctico, situaciones 
que revelaban significaciones. Se trataba de la escenificación 
de una verdad. Incluso esta verdad, por su integridad, 
superaba la dispersión de los detalles empíricos. En este 
caso, la enunciación evangélica del presidente se interpretó 
como una máscara que ocultaba una realidad grosera. 
Pocos días después, los ciudadanos que seguían siendo 
espectadores de esa verdad mostrada, comprobaron que 
había habido una negociación espuria cuyo resultado sería 
la Ley de Obediencia Debida. Y la revelación final era clara: 
Alfonsín había claudicado. La retórica eticista quedaba vacía. 
Terminaba, así, la “primavera alfonsinista”.

IV. La reacción contra las leyes de impunidad

Para la concepción nineana la democracia tiene un valor 
epistémico irrenunciable. El debate público en torno a un 
tema forma parte del despliegue de la razón práctica. Ahora 
bien, las dos leyes llamadas de “impunidad” (y ya desde el 
nombre se advierte que cristalizó una interpretación adversa 
a las leyes de amnistía) provocó un fuerte rechazo en la 
opinión pública, tanto entre los ciudadanos comunes como 
entre los intelectuales. 
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Quien con más energía defendió el corazón del plan 
integral de impunidad entre los filósofos de la SADAF fue 
Osvaldo Guariglia. En un texto célebre publicado en la 
revista Vuelta Sudamericana argumentó a favor de los 
tres niveles de responsabilidad y del principio de obediencia 
debida.44 Fue, probablemente, la más integral y sofisticada 
(aunque imposible) defensa del programa. Y fue también 
acaso el texto más repudiado por parte de la comunidad 
académica en las carreras humanísticas.45 ¿Cuál fue la razón 
de este rechazo categórico, que aún persiste en la micro-
memoria de quienes pasamos por las aulas de la Facultad 
de Filosofía y Letras de la UBA? Quizá esto se deba a que 
ninguno de los filósofos había defendido con tal entusiasmo 
el principio de la obediencia debida in extremis. Guariglia, 
por el contrario, incurrió en la hybris de justificar “desde 
un punto de vista ético” (sic) la presunción de inocencia de 
los torturadores. Su argumento principal intentaba blindar 
la política gubernamental contra toda “condena moral” por 
parte de “vocinglería de la izquierda real”. El tono crispado 
de Guariglia reaccionaba contra la inevitable suspicacia de 
que la Ley de Punto Final fuera una amnistía encubierta. 
Contra ellos, el filósofo fustigaba el escepticismo de una 
izquierda “que siempre hizo gala de despreciar la validez 
de las normas…”.46 El filósofo señalaba que Alfonsín había 
restituido el “sistema de justicia”. Sostenía que el gobierno 
concebía el Estado como “un valor en sí mismo”; por tanto, 
no cabían las “violentas reacciones” contra la Ley. 

Vale recordar que esta defensa iracunda de Osvaldo Guariglia 
mostraba una evidente fragilidad que se rompería, pocas 
semanas después, contra la realidad de la rebelión carapintada. 
Pero Guariglia iba más lejos: apelando a la teoría tradicional 
de la autoría mediata preroxiniana, sostenía que sólo la 
cúpula militar había tenido el dominio del hecho y que los 
ejecutores debían ser eximidos de responsabilidad. La visión 
“maniquea” de “los familiares de muertos y desaparecidos 
y la izquierda real” convertía, según el articulista, a todo 
militar en culpable. Por el contrario, el filósofo enarbolaba 
el “principio de inocencia” que debe regir en el “sistema 
de justicia”. Si el gobierno establecía con esta ley un plazo 
perentorio para poner un término temporal a las denuncias 
era inadmisible la crítica moral. El argumento incluía una 
moción de fe: se debía confiar en el gobierno porque sólo 
éste tiene “una mejor información y capacidad técnica”. En 
resumen, en esta estrategia discursiva comprobamos que el 

44	 Osvaldo Guariglia, “La condena a los ex-comandantes y la ley de extinción 
de las causas: un punto de vista ético”, en Vuelta Sudamericana, nº 9, 
abril de 1987, pp. 9-13.

45	 En defensa de Guariglia, Samuel Cabanchik acota: “estas intervenciones 
sirvieron luego de excusa para que sectores del ámbito filosófico 
académico, opositores a ese gobierno y al modelo académico del que 
Osvaldo Guariglia fuera eminente protagonista, sostuvieran encarnizadas 
campañas de desprestigio contra su persona, las que impidieron su justa 
consagración como Profesor Plenario de la UBA”, Samuel Cabanchik, 
“Evocación y semblanza de Osvaldo Guariglia”, en Análisis filosófico 
XXXVI, nº 2, noviembre, 2016, pp. 303-305.

46	 Osvaldo Guariglia, op. cit., p. 13.

filósofo mantiene el “guión de hierro” del Memorándum. Y 
esta rigidez es defendida aunque los filósofos de la SADAF 
fueran conscientes de que los tres niveles de responsabilidad 
eran insostenibles desde el punto de vista jurídico-penal (en 
el sentido de que una de las categorías carece de tipicidad) 
y desde el punto de vista moral porque esta distinción 
exculpaba a la mayoría de decisores y ejecutores. También 
Guariglia identifica con claridad al adversario de su discurso: 
la izquierda y los familiares. La oposición a la ley era 
estigmatizada como un ataque contra el Estado de derecho.

El repudio fue tan expansivo que la revista Dialéktica 
de la Facultad de Filosofía y Letras, seis años después, 
volvió a publicar el artículo de Guariglia como una forma 
de “escrache”.47 Es decir que los editores, los eventuales 
lectores y, me atrevería a decir, la mayor parte de nuestra 
comunidad académica, consideró que publicar de nuevo 
el texto era una forma de no olvidar una infamia. Los 
argumentos de Guargilia, en resumen, fueron decodificados 
como una apología de la tortura. Una lectura actual del texto 
nos permite comprobar que fue la defensa más sofisticada 
del plan trazado por el Memorándum con los tres niveles 
de responsabilidad y el principio de obediencia debida in 
extremis. Desde luego, también su intencionalidad y su 
performatividad se orientaban a concretar la impunidad. 
Antes dijimos que Carlos Nino fue, sin lugar a dudas, el más 
grande filósofo del derecho de Iberomérica del siglo XX; 
también debemos señalar que Guariglia fue uno de los más 
sólidos investigadores en Filosofía. Compartía con Nino su 
adhesión a Kant y su proximidad con Rawls y Habermas. Por 
tanto, el tono iracundo de su artículo se puede leer como 
un malestar por el hecho de que las intuiciones sociales y la 
demanda de justicia ponían en evidencia la indigente posición 
ética de los filósofos.

Ahora bien, en el caso de Nino, su defensa del plan 
alfonsinista tratará de esgrimir distintos argumentos pero 
nunca intentará sostener la moralidad del principio de 
obediencia debida (ni la mencionada ley) ni, por extensión, 
el contenido del Memorándum. Y lo que es más importante: 
tampoco reflexionará sobre la derrota política de Alfonsín. 
Luego de cuatro años, en 1991, Nino elegirá para debatir un 
artículo de Diane Orentlicher. Entre otras varias cuestiones, 
el filósofo defiende la ambigüedad del presidente. Afirma 
que esta “contradicción” era “inevitable” por las presiones 
militares que amenazaban al frágil gobierno. No hubiera 
sido recomendable, por otro lado, una “confesión abierta de 
debilidad”. Dicho esto, al mismo tiempo, Nino sostiene que 
no había habido tanta ambigüedad ni contradicción pero 
reconoce que sincerar la debilidad del gobierno hubiera 
podido “generar más simpatía con el gobierno”. Respecto a 
la percepción universal del fracaso, también reconoce, no sin 
ironía, un fracaso “parcial”: “Sin embargo, la mayor limitación 

47	 AA.VV., “La filosofía argentina y sus tareas de legitimación”, en Dialéktica, 
Año II, n° 3/4, octubre de 1993.
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para los logros de Argentina bajo Alfonsín provino de la 
crítica pública. Si personas como Orentlicher piensan que 
el proceso fue un fracaso parcial, entonces fue un fracaso 
parcial. Esto es así porque parte del éxito consiste en los 
efectos subjetivos…”48 

Nuestro autor agrega que no cree en la postura “maximalista” 
de su discutidora. Por su parte, Diane Orentlicher hunde el 
estilete en el problema que Nino se resiste a ver: 

Si el gobierno erró en sus decisiones, erró en términos de 
estrategia, no en términos de la ley. Al retirarse los juicios 
que ya estaban comenzados, el gobierno dejó la impresión 
de que era débil para enjuiciar aquellos que creyó merecían 
un castigo. Eso es, por cierto, una especie de fracaso. Pero 
es, meramente, un fracaso político —un fracaso de voluntad 
basado en la percepción del gobierno de su propia falta de 
poder— y no a una violación a la ley internacional…49 

De todas maneras, el argumento central de Orentlicher 
que más impugna Nino es la necesidad de que las presiones 
internacionales, es decir, que el derecho internacional opere 
como una fuerte exigencia para no permitir la impunidad. 
Nino, acaso muy afectado por la desaprobación mundial de 
las leyes de impunidad, niega los beneficios de la presión 
internacional. (Incluso atribuye la deslegitimación del 
gobierno a la Ley de Obediencia Debida sino a una campaña 
nacional e internacional contra el gobierno). 50 

La explicación más personal (y, a la vez, de mayor intensidad 
política) que Nino pusiera por escrito se lee en el siguiente 
pasaje sobre la Ley de Obediencia debida: 

Yo estaba profundamente enojado con este proyecto. El 
presidente notó mi estado de ánimo y me preguntó si mi 
oposición se basaba en causas morales. Le respondí que en 
algún sentido no, ya que no soy un retribucionista en el tema 
del castigo. Pero le expliqué que la falta de castigo podía tener 
causas dañosa para la sociedad, dado que sería el primer paso 
de una escalada de nuevas demandas. (RE, página 158)

De nuevo constatamos que Nino no realiza una crítica 
moral a la controvertida ley. En lo que sigue el filósofo 
pone por encima de la validez moral de la ley, las reglas de 
la política: “En ese caso -me respondió- la decisión es una 
cuestión de ‘olfato’ político y me preguntó, con afecto, qué 
nariz debíamos seguir, si la suya o la mía. Yo le contesté que 

48	 Carlos Nino, “The Duty to Punish Past Abuses of Human Rights Put into 
Context: The Case of Argentina”, The Yale Law Journal, Vol. 100, 1991b, 
pp. 2619-2640. Utilizo la traducción al español realizada por el Centro de 
Derechos Humanos de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile.

49	 Diane Orentlicher, “A Reply to Professor Nino”, The Yale Law Journal, 
Vol. 100, 1991b, pp. 2641-2643. 

50	 “La campaña en contra de esta ley fue muy fuerte, tanto en el país como 
en el extranjero, lo que trajo enormes costos políticos para el gobierno de 
Alfonsín”, Carlos Nino, “The Duty…”, op. cit..

la suya, por supuesto, dado que era la que la gente había 
elegido” (RE, página 158). Y a continuación Nino agrega: 
“como sugeriré luego creo que su nariz y la gente que la 
eligió no se equivocaron”. Recordemos que Nino escribe unos 
seis años después de esta conversación, eventualmente por 
1992 y aún el filósofo no reconoce la específica dimensión del 
fracaso político del olfato de Alfonsín.51

IV. La política y la filosofía 

¿Cómo interpretar el rol de los filósofos en el plan alfonsinista? 
Tres aspectos principales se pueden inferir del compromiso 
político de los filósofos de la SADAF: su disposición a formar 
parte del nuevo gobierno progresista (afinidad ideológica), el 
interés de lograr un grado de institucionalización y el objetivo 
de alcanzar méritos en el propio campo intelectual (mediante 
la aplicación práctica del saber teórico). Creemos que un 
análisis integral no puede descuidar ninguno de estos tres 
objetivos. Respecto al primero, ya señalamos la coincidencia 
y afinidad ideológica de las ideas socialdemócratas del líder 
radical con las convicciones políticas de la totalidad de los 
filósofos de la SADAF. Respecto al segundo punto, como solía 
insistir Oscar Terán, el intelectual argentino siempre tuvo una 
relación conflictiva con el Estado. La trama política y cultural 
de la Argentina provocó posicionamientos paraestatales 
o antiestatales que no se registran en otras geografías. De 
más está decir que el ideal de intelectual crítico implica una 
marginalidad de facto. Se podría establecer, entonces, una 
cierta línea de continuidad entre la imposibilidad de lograr 
un reconocimiento profesional y la radicalización de las ideas. 
Pero en el caso de nuestros filósofos, como bien observa 
Terán, esto cambió: “Al producirse la reapertura democrática, 
en 1983, algunos miembros del progresismo rompieron con 
tradición es antiestatista se incorporaron a la experiencia 
alfonsinista y compartieron primero sus expectativas y, 
después sus fracasos”.52

Ahora bien, en el caso de los filósofos de la SADAF el triunfo 
electoral de Alfonsín abrió la amplísima probabilidad de la 
inserción profesional. Además de la designación de Carlos 
Nino y Jaime Malamud como asesores, Genaro Carrió se 
convirtió en miembro de la Corte Suprema, Eduardo Rabossi 
en miembro de la CONADEP en 1984 y, a partir de 1985, 
en Subsecretario de Derechos Humanos; Martin Farrell, en 
juez federal, etc. Más allá de las funciones asignadas, lo 
realmente interesante de los filósofos es que operaban en 
red. Su alto grado de cohesión, la capacidad para relevarse 

51	 Respecto al sentido del olfato y la política, cfr. Isaiah Berlin, “Political 
Judgment”, The Sense of Reality, Nueva York, Farrar, Straus and Giroux, 
1996.

52	 Oscar Terán, “Intelectuales y política en la Argentina: una larga tradición”, 
De utopías, catástrofes y esperanzas. Un camino intelectual, Buenos 
Aires, Siglo XXI, 2006, p. 82.       
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en reuniones, para desplazarse y unificar una estrategia al 
servicio de la política de Alfonsín fue tan eficaz como discreta 
en su funcionamiento. Esta red, por otra parte, no dejaba de 
ser un conjunto de lazos clientelares en que se valoraba más 
la lealtad que los principios republicanos. En este sentido 
fue ilustrativa la disidencia del juez supremo Jorge Bacqué, 
quien votó en contra de la constitucionalidad de la Ley de 
Obediencia Debida. La designación de este juez había sido 
recomendada por Nino y el filósofo debió padecer durante 
años el reproche partidista por la autonomía ejemplar del 
magistrado (RE, página 169). Quizá otra situación sirva como 
fotografía para ilustrar la integración orgánica de Nino en el 
corazón del alfonsinismo. Con la creación Nuevo Consejo para 
la Consolidación de la Democracia, Carlos Niño fue designado 
junto con Enrique Nosiglia. Nada más gráfico que este rostro 
de Jano del alfonsinismo: el académico consagrado y el 
“operador” en las sombras (entonces devenido en Ministro 
del Interior).53

En síntesis, desde el Estado los filósofos armaron una red 
que intentó tener la hegemonía tanto en la universidad como 
en el poder judicial. En este último ámbito, los filósofos (y en 
especial Nino y Malamud) fueron responsables de gran parte 
de las designaciones de los jueces federales y de los nuevos 
miembros de la Corte Suprema. Una de las intervenciones 
menos ortodoxamente republicanas (y justificable) que 
Malamud refiere consistió en realizar una intensa propaganda 
para que muchos jueces del interior abandonaran la ideología 
de la dictadura y adoptaran los nuevos valores democráticos. 
(Una de las críticas que recibió el nuevo gobierno fue haber 
mantenido a gran parte de los jueces y fiscales de la época 
de la dictadura). 

Desde el punto de vista de las teorías iusfilosóficas, 
estos intelectuales continuaron con la “modernización” 
metodológica y de contenidos incorporando el liberalismo 
anglosajón y otras líneas teóricas dentro y más allá de la 
tradición analítica. En particular, como señalamos, el peso 
del positivismo antes de 1983 en la filosofía del derecho fue 
perdiendo la hegemonía, precisamente, por la producción 
teórica de Nino. Su proyecto intelectual, el constructivismo 
ético, se situaba en la nueva corriente pospositivista, 
iusmoralista y neoconstitucionalista. De manera que, 
desde el seno mismo de la SADAF, fue Carlos Nino quien 
comenzó a dejar al descubierto el anacronismo del estrecho 
iuspositivismo.

No obstante, la estrategia del grupo de Nino dependía de 
su éxito político en el campo de poder más amplio. Y ya 
hemos visto que Alfonsín y sus filósofos sólo tenían el plan 
rígido del Memorándum. Como este programa implicaba 
una concesión al poder militar, los filósofos debían proveer 
justificaciones éticas para minimizar el impacto de una 

53	 Darío Gallo y Álvarez Guerrero, Gonzalo, El Coti. Biografía no autorizada 
de Enrique Nosiglia, Buenos Aires, Sudamericana, 2005, p. 151.

política de impunidad. Toda la destreza de los filósofos debía 
concentrarse en esta operación. Pero la precipitación de los 
tiempos, incluyendo el episodio de Semana Santa de 1987, 
generó una conciencia pública que inhibió cualquier narrativa 
justificatoria convincente y consistente. 

V. ¿Mal radical o Justicia radical? 

El problema del “mal radical” fue formulado por Immanuel 
Kant y retomado por Hannah Arendt en páginas famosas.54 
Carlos Nino recuperará esta tradición para indicar el aspecto 
aporético del juicio a los genocidas. La intención del filósofo 
oxoniense tiende a utilizar este argumento teológico-
político para señalar la insuficiencia del derecho penal (y del 
derecho) ante la ominosidad de las matanzas planificadas. 
Ahora bien, esta perspectiva de Nino pierde una dimensión 
más importante que la del mal radical. Nino no parece ver 
la dimensión humana de los desaparecidos, los familiares y 
los sobrevivientes. Por esta razón tampoco parece advertir 
el sentido teológico-político profundo de las víctimas. En los 
pocas y furtivas referencias a las Madres de Plaza de Mayo o a 
otros familiares, sólo describe su condición de traumatizados. 
Encontramos una clara subestimación de la fuerza política de 
los familiares y militantes de derechos humanos. 

Lo anterior nos parece relevante porque la apelación metafísica 
al “mal radical” de Nino eclipsa la concreta demanda radical de 
las víctimas. Más importante que la injusticia de Creonte o, 
incluso, que los crímenes de Videla o Hitler, es la demanda 
insondable de Antígona y las Madres de Plaza de Mayo. Pero, 
como bien señala Kathryn Sikkink, la experiencia argentina 
provocó una expansión de la lucha por los derechos humanos 
en el mundo.55 De manera que este acontecimiento desbordó 
las previsiones conservadoras de Samuel Huntington y Bruce 
Ackerman, para poner dos ejemplos.56

En síntesis, quisiéramos sugerir en este punto que la demanda 
de las víctimas que sintetizaron las Madres de Plaza de 
Mayo fue el acontecimiento principal en torno al cual toda la 
fuerza de los militantes de derechos humanos y la sociedad 
argentina institucionalizaron cierta práctica radical de la 
justicia. Este evento supuso un desborde del marco liberal 
y del derecho positivo. Sobrepasó la concepción humanista 

54	 Cfr. punto 3 “Dominación total” del capítulo XII, tercera parte, en Los 
orígenes del totalitarismo, Madrid, Taurus, [1948] 1998. Según el análisis 
de Arendt, el mal radical tiene tres notas distintivas: es incomprensible, 
incastigable e imperdonable. Cfr. también Hannah Arendt, La Condición 
Humana, Barcelona, Paidós, 2015, p. 202.

55	 Cfr. La cascada de Justicia, op. cit..
56	 Cfr. Samuel Huntington, La Tercera Ola: la democratización a finales 

del siglo XX, Buenos Aires, Paidós, 1994 y Bruce Ackerman, El futuro de 
la revolución liberal, Barcelona, Ariel, 1995.
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liberal, moralista y constructivista del propio Nino.57 Esta 
novedad expresa un cierto poder constituyente que reclama 
el cumplimiento de derechos. La emergencia de las Madres 
generó, precisamente, la irrupción de un factor cuyo fondo 
es, inevitablemente, de carácter iusnaturalista. Una especie 
de manantial de nuevos valores, o bien de valores originarios. 
Por esta razón, resulta importante no olvidar que el fenómeno 
de la emergencia de las víctimas y/o familiares toca la fibra 
más sensible de lo teológico-político.58 

Estas últimas consideraciones tienen efectos prácticos muy 
concretos. El hecho de que madres, familiares y activistas 
mantuvieran la voz de los desaparecidos consolidó la lucha 
por los derechos humanos contra la impunidad. Y esto quiere 
decir que se reafirmaron valores indisociables al concepto 
de “dignidad humana”, los cuales se sustrajeron a cualquier 
decisión política estatal o, incluso y especialmente, que no 
pudieron ser afectados por un derecho injusto. Se consolidó 
una praxis de los derechos humanos. Y en Argentina esto 
generó un hito único en la historia: la segunda oleada de 
juicios de lesa humanidad que se convirtió en una práctica 
jurídico-penal con más de mil represores condenados desde 
el 2003 hasta el presente. Fue el “giro anti-impunidad”, 
como dice Patricio Nazareno,59 el que mostró la potencia del 
movimiento de derechos humanos por sobre la legalidad y 
el Estado. Es decir, aun si aceptamos creer que el alfonsismo 
hubiera querido mantener las escasas condenas sin otorgar 
indultos, lo cierto es que la lucha social institucionalizó una 
agenda judicial-penal amplia y hasta exhaustiva. En lugar 
de enjuiciar y castigar a un puñado de represores, según 
se proponía supuestamente el alfonsinismo, la lucha del 
movimiento de derechos humanos logró que más de mil 
criminales fueran condenados.

 

VI. Conclusiones 

Hasta aquí, esperamos haber mostrado que el Memorándum 
elaborado en coautoría por Alfonsín, Carlos Nino y los 

57	 Nada más claro que esta observación satírica de un discípulo de Nino: 
“Esa herencia de las Madres [de Plaza de Mayo] de decir que el problema 
de nuestra dictadura fue la violación masiva y sistemática de derechos 
humanos, es lo que explica la firma de todos los tratados internacionales 
de derechos humanos de la mano de Alfonsín y luego la incorporación de 
los tratados en la constitución. Éste es un gesto hiperbólico, exagerado 
en algún sentido, que nadie más hizo en el planeta, sólo nosotros. Sólo 
se entiende porque los argentinos pensamos que, si el mundo nos deja 
solos y librados a lo que nosotros hacemos, desaparecemos y matamos 
a miles de personas”, Martín Böhmer, “Entrevista”, en Revista Jurídica, 
Universidad de San Andrés, n° 9, Diciembre 2019.

58	 Me refiero especialmente a una teología política emancipatoria tal 
como Michael Löwy la reconstruye en Redención y utopía: el judaísmo 
libertario en Europa Central, Buenos Aires, El Cielo por Asalto, 1999a; 
y en Guerra de dioses. Religión y política en América Latina, México, 
Siglo XXI, 1999b.

59	 Patricio Nazareno, “Impunity Reconsidered International Law…”, op. cit.

filósofos fue un plan rígido de justicia limitada y selectiva. 
Que este plan incluía el principio de la obediencia debida, 
tenía como trasfondo la T2D, y que fue ratificado por Alfonsín 
hasta su concreción final en la Ley de Obediencia Debida.

No hubo, pues, un idealismo inicial y luego la imposición de la 
“razón de Estado”. Como señalamos, estas interpretaciones 
no tienen en cuenta que ya Alfonsín desde 1983 estaba 
comprometido en torno al programa del Memorándum. Su 
visión de la creación del nuevo régimen democrático incluía 
la negociación de inmunidad e impunidad con la corporación 
militar. Otra versión similar a la anterior ha quedado en la 
memoria social fijada como la “traición”. Sólo resta aclarar 
que la experiencia social tiene un estatuto vivencial al que no 
conviene tomar como un argumento más. En otras palabras, 
la memoria social tiene razones que la razón del historiador 
no conoce y, por tanto, en cierta dimensión no corresponde 
refutar algunas de estas construcciones. Al fin y al cabo, 
las memorias identitarias son certeras en el sentido de que 
traducen el aprendizaje colectivo de la sociedad argentina. La 
fe inicial de la mayoría de los ciudadanos en la demanda de 
justicia fue genuina y por eso Alfonsín fue depositario de este 
entusiasmo colectivo. Aunque el líder radical aclaró varias 
veces su plan selectivo, las expectativas sociales interpretaron 
sus anuncios más allá de esos limitados objetivos.

Una parte esencial de la trama se desplegó, como señalaron 
Acuña y Smulovitz, en la puja por la política de derechos 
humanos. Los tres grupos en pugna, esto es, el gobierno, el 
movimiento de derechos humanos y los militares no lograron 
imponer sus objetivos (en ese momento y hasta el 2003). 
El resultado fue la neutralización respectiva de estos tres 
actores; ninguno pudo concretar su meta de máxima. Ahora 
bien, en esta intensa confrontación el grupo de los filósofos 
se mantuvo sin fisuras del lado del gobierno. Mientras que los 
miembros de la CONADEP o los jueces de la Cámara Federal 
que juzgaron a las Juntas tuvieron autonomía respecto 
al poder ejecutivo, el círculo de Nino estaba totalmente 
subordinado a Alfonsín. Todo el capitán simbólico de los 
filósofos se jugó entre su lealtad a la política de Alfonsín 
o su compromiso ético-político en favor de las víctimas. 
Pero la suerte estuvo echada desde el Memorándum: los 
mandarines desde el principio trabajaron para consagrar la 
impunidad generalizada.

Como vimos, las decisiones desafortunadas de Alfonsín 
fueron autodestructivas para los objetivos del gobierno. 
Curiosamente una de las mejores caracterizaciones de esta 
microhistoria fue realizada por el juez Ricardo Gil Lavedra: 
“El Juicio a las Juntas fue una serie de consecuencias 
afortunadas”.60 Y, parafraseando esta definición, podríamos 
decir que el devenir de la política alfonsinista fue la serie 
de consecuencias desafortunadas que comenzó con un plan 

60	 Ricardo Gil Lavedra, “Entrevista. El Juicio a las Juntas fue una serie de 
consecuencias afortunadas”, en El País, 5 de diciembre de 2023.
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inicial con pocos juicios y con una amnistía generalizada. 
Como bien precisó la flecha parta que Diane Orentlicher 
le lanzó a Nino, la derrota de Alfonsín fue principalmente 
política. El objetivo limitacionista del Memorándum significó 
una erosión continua de la legitimidad de Alfonsín. El 
gobierno descartó el necesario uso de la justicia y el poder 
punitivo legal para consolidar el sistema democrático.61 

Claro que no siempre el resultado final muestra la indigencia 
o bondad de las intenciones programáticas. No obstante, 
para la historia intelectual este caso nos ofrece varias capas 
de sentido para la crítica filosófica y la reflexión moral. 
Podemos ponderar la calidad práctica del plan alfonsinista 
independientemente de su resultado fallido. Y si seguimos 
este camino, el conjunto de argumentos y justificaciones por 
parte de los filósofos, que hemos expuesto sólo en parte, 
nos permite corroborar el temple de esas ideas. No sólo eso 
sino que, luego de cuatro décadas de lucha por los derechos 
humanos, tenemos la perspectiva privilegiada de juzgar el 
aprendizaje colectivo con relación al plan alfonsinista. 

La primera conclusión que podemos ensayar es que el 
discurso alfonsinista operó con el supuesto de que sólo era 
posible y realista realizar unos pocos juicios selectivos y 
limitados. Se argumentaba que la demanda maximalista de 
extender los juicios a todos los responsables (que se pudieran 
identificar) era imposible. Ahora bien, la segunda oleada de 
juicios, del 2003 en adelante, demostró lo contrario: que 
era factible enjuiciar a la mayor parte de los responsables 
de los crímenes de lesa humanidad. En todo caso, trazar la 
frontera entre posible e imposible fue una cuestión en la 
que el discurso alfonsinista no necesariamente describía una 
correlación de fuerzas reales e indubitables. Todo dependía 
de la decisión política afortunada para neutralizar el poder 
militar en retirada y consolidar el régimen democrático. 

La segunda conclusión apunta a la construcción del futuro. 
Una de los principales argumentos para defender la amnistía 
fue la tesis de que el olvido y el perdón (la “reconciliación”) 
significaban una superación del presente en pos de un futuro. 
Esta tesis tenía una carga dramática: sólo una amnistía podría 
salvar la democracia actual de un posible golpe de Estado. 
Sólo la apuesta del futuro podría proyectar un horizonte de 
convivencia democrática. Esta prolepsis resultó errada en dos 
sentidos. La impunidad que se institucionalizó, a partir de 1987 
y a comienzos del menemismo, significó un debilitamiento 
de valores básicos. Sólo el avance progresivo de la lucha 
por los derechos humanos de la sociedad civil en los ‘90 
logró institucionalizar, desde el 2003 hasta el presente, una 
agenda robusta de derechos humanos. Conviene insistir en 
este punto: la mayor singularidad del caso argentino reside 
en la segunda oleada de juicios porque consolidó un legado 

61	 Cfr. Kathryn Sikkink, y Booth Walling, “La cascada de justicia y el impacto 
de los juicios de derechos humanos en América Latina”, en Cuadernos 
Del CLAEH, Vol. 31, n° 96/97, 2014, pp. 15-40.

de igualdad y justicia. Todo esto en medio de la catástrofe 
social y económica que cíclicamente golpea a nuestro país.

Cabe destacar, una vez más, la distancia entre la teoría 
y la práctica de Carlos Nino. Por ejemplo, la tesis del 
valor epistémico de la democracia y la importancia de la 
deliberación pública contrastó con las estrategias secretas 
y públicas del alfonsinismo. Nuestro filósofo no reconoció 
en el movimiento de derechos humanos una forma de 
expresión sostenida ni valoró su efecto de verdad (como sí 
lo hizo Owen Fiss).62 Pero, sobre todo, su práctica orgánica 
en el alfonsinismo “desde arriba” fue un tipo de intervención 
que difícilmente coincide con sus mejores impulsos teóricos 
como la centralidad de los derechos humanos y una 
fundamentación kantiana de la dignidad humana.

Por otro lado, la racionalidad, la argumentación y el consenso 
tienen sus límites. Parece una obviedad decirlo pero en una 
democracia el poder judicial (el derecho, los tribunales) debe 
juzgar los crímenes de lesa humanidad. Ante ciertos derechos 
y ciertas demandas, el Estado no puede ser neutral. Y Nino 
lo repite una y otra vez en sus obras: el derecho forma parte 
de la razón práctica pero también contiene un componente 
coactivo imprescindible. Un acuerdo y “negociación” con los 
perpetradores no encontró en Argentina una justificación 
moral y jurídica convincente. 

No podemos olvidar, en estas conclusiones, uno de los 
contrastes más singulares de la ya singularidad argentina: el 
enorme talento de los filósofos de la SADAF fue un caso raro 
de disponibilidad de recursos intelectuales para cualquier 
presidente de cualquier país. Contar con este grupo de 
mandarines significó un lujo para cualquier príncipe. Y, sin 
embargo, el milagro aconteció en otro lugar: el movimiento 
de derechos humanos y la sociedad que acompañó el reclamo 
de justicia ejercitaron intuiciones morales básicas. Frente a 
la sofisticación de los filósofos, los militantes y ciudadanos 
comprometidos simplemente pusieron en práctica virtudes 
que no requerían saberes extraordinarios. Esta asimetría 
entre intelectuales al servicio del poder estatal frente a 
ciudadanos que demandan verdad y justicia, acaso, muestra 
una de las moralejas de esta microhistoria.

Por último, conviene recordar una innovación histórica que 
sigue asombrando a los comparativistas, aún en el actual 
marco neoconstitucionalista. En Argentina los “momentos 
constituyentes” no se dan en las reformas constitucionales 
o en las decisiones gubernamentales. El movimiento de los 

62	 Según Fiss, “hay muchas lecciones para extraer de la experiencia argentina 
pero la más interesante es el rol de los derechos humanos como ideales 
sociales” y éstos “a veces dotan a esas peticiones con especial fuerza y 
potencia”. Lo más notable es que en este texto Fiss reconoce implícitamente 
que la movilización y los ideales sociales son más importante que la 
intervención técnico-jurídica de sus amigos los iusfilósofos (Carlos Nino y 
el círculo de la SADAF), cfr. Owen Fiss, “Human Rights as Social Ideals”, 
Human Rights in Political Transitions: Gettysburg to Bosnia, Carla 
Hesse & Robert Post, 1999, pp. 263-276 y p. 266.
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derechos humanos muestra que la creación de derecho es 
infra-estatal, es decir, que va “de abajo hacia arriba”. Cierto 
poder constituyente se fue articulando en torno a los 
organismos de derechos humanos para luego convertirse en 
valores compartidos. Claro que este momento infraestatal 
sólo encuentra su realización virtuosa cuando además existe 
un constitucionalismo robusto y un derecho internacional 
supraestatal. Sólo así el activismo de los derechos humanos 
se puede articular con las luchas sociales y con las demandas 
de justicia.63

Excursus

1. La “teoría de los dos demonios”64

A esta altura de la investigación de las estrategias discursivas 
sigue siendo pertinente y necesario preguntarse sobre qué 
tipo de construcción es la T2D. A grandes rasgos, podemos 
caracterizarla como un conjunto de representaciones del 
sentido común que se fue modelando desde el Cordobazo 
hasta el presente. A lo largo de 1983 la nueva frontera 
democrática obligó a organizar esas representaciones 
espontáneas en argumentos coherentes. Y una de las 
elaboraciones más importantes fue la de Raúl Alfonsín quien 
operó desde el sentido común de los sectores medios. 65 La 
T2D hacia 1983 consistía en la construcción de cuatro cuadros 
o motivos del “sentido común” que pueden combinarse o 
bien configurar representaciones en forma aislada, a saber: 
i) la existencia de dos violencias en pugna: la guerrilla contra 
el poder militar y estatal (o una situación de guerra); ii) la 
responsabilidad causal de la guerrilla en provocar la reacción 

63	 Mi profundo agradecimiento a los lectores críticos de este artículo: 
Natalia Bustelo, Daniel De Lucía, Patricia Dip, Lucas Domínguez Rubio y al 
evaluador perspicaz que con sus observaciones mejoró este texto. 

64	 Ver, sobre todo, Marina Franco, “La ‘teoría de los dos demonios’, un símbolo 
de la posdictadura en la Argentina”, en Revista a Contracorriente, Año 11, 
nº 2, 2014, pp.  22-52; y Marina Franco, El final del silencio. Dictadura, 
sociedad y derechos humanos en la transición (Argentina, 1979-1983), 
Buenos Aires, Fondo de Cultura Económica, 2018. Una mínima lista de 
aportes esenciales sobre la T2D no puede prescindir de los siguientes 
textos: Eduardo Luis Duhalde, El Estado Terrorista argentino. Quince 
años después una mirada crítica, Buenos Aires, Eudeba, 1999; Hugo 
Vezzetti, Pasado y presente. Guerra, dictadura y sociedad en Argentina, 
Buenos Aires, Siglo XXI, 2002; Daniel Feierstein, El genocidio como 
práctica social: entre el nazismo y la experiencia argentina, Buenos 
Aires, Fondo de Cultura Económica, 2007; y Emilio Crenzel, La historia 
política del Nunca Más, Buenos Aires, Siglo XXI, 2008.

65	 Marina Franco cita acaso la metáfora fundacional de la T2D que enunciará 
Alfonsín en una conferencia de prensa del 26 de junio de 1983: “En ese 
momento (en 1976) quienes estábamos por la democracia y contra 
la subversión afirmábamos que no se la podía combatir aplicando sus 
mismos métodos. Dijimos que al prescindir de la ley y de la justicia quizá 
se destruyera la subversión pero también se sacrificarían inocentes y se 
destruirían las instituciones del país. Pero se combatió al demonio con las 
armas del demonio. Y sucedió lo inevitable: la Argentina fue un infierno”, 
Clarín, 26 de junio de 1983, citado por Marina Franco, op. cit., pp. 30-31.

represiva; iii) la equiparación simétrica de responsabilidades 
entre ambos bandos, ya sea desde el punto de vista legal, 
moral o histórico y iv) la neutralidad e inocencia de la 
sociedad en medio del conflicto entre esos dos demonios 
enfrentados.

Ahora bien, la T2D materializada en los dos decretos 
redactados por Carlos Nino, el 157 y 158, fue fundamental 
porque equiparaba las cúpulas guerrilleras con las militares. 
Por tanto, conviene no olvidar que la construcción subyacía 
en estos dos decretos. Es decir, era una norma autoritativa y 
no una argumentación que intenta persuadir a un auditorio. 
A pesar de su importancia, la estrategia del alfonsinismo 
fue mantener la T2D como supuesto firme que no requería 
argumentación ni examen. Luego, la T2D se hizo explícita 
en la ya referida presentación televisiva del Nunca Más por 
parte del Ministro Tróccoli. 

Fue el propio Nino, justamente, quien creó quizá una de las 
versiones más extremas de esta construcción. Ya, acaso con 
la amargura no declarada de haber vivido una derrota, el 
filósofo concluye con esta observación: “Siempre creí que 
si la extrema derecha y la extrema izquierda se hubieran 
juntado y discutido sus preocupaciones, y el gobierno 
hubiera explicado que su intención era enjuiciar a docenas 
de personas66 y no a un puñado ni a cientos, el proceso que 
siguió se hubiera desarrollado con mayor tranquilidad” (RE, 
página 118). 

Notemos que de la T2D, en tanto doxa, surgió su impugnación, 
la CT2D (“Crítica de la T2D”), es decir, un “enunciado de 
denuncia”67 que suponía una deconstrucción consciente de 
tal doxa. Una objeción contra-argumental de un lugar común 
irreflexivo. No obstante conviene precisar que tanto T2D 
como CT2D no forman parte de una disputa, solamente ni 
principalmente, entre una memoria alfonsinista y la memoria 
del movimiento de los derechos humanos. Si éste fuera 
del caso se debería aceptar que estamos, como sugiere 
Marina Franco, ante una mera invención que se sostiene 
por la “fuerza político-simbólica”. Simplemente sería una 
construcción para evitar la estigmatización de las víctimas 
durante cierto momento (el Juicio a los Juntas) mientras que 
ahora, en nuestro presente, la CT2D resultaría “frágil”.68 Por el 

66	 Ver la nota 1. Nada más indeterminado que el sustantivo plural “docenas”: 
¿se refiere a 24, 36, 48 o más? 

67	 Franco Marina, “La ´teoría de los dos demonios’ en la primera etapa de la 
posdictadura”, en Claudia Feld y Marina Franco (eds.), Democracia año 
cero. Actores, políticas y debates en los inicios de la posdictadura, 
Buenos Aires, Fondo de Cultura Económica, 2015, pp. 23-80; 72.

68	 Marina Franco, “La teoría de los dos demonios”, en Debate, IDES, 2014b. 
Disponible en https://www.ides.org.ar/node/5117. La investigadora 
declara el supuesto de que la T2D “no existe como tal”. Esto significa 
que no se trataría de “un enunciado definido positivamente” sino de un 
objeto “flotante”. Existen diversos enunciadores que formulan distintas 
versiones pero no una única T2D. No existe tal enunciado cristalizado 
sino la impugnación de la CT2D que lo designa como T2D. Contra este 
sutil análisis, observemos que toda construcción ideológica o discursiva 
que presente una cierta articulación tiene una existencia positiva. Ciertos 
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contrario, quizá deberíamos concebir la CT2D como un recurso 
clave para analizar otras masacres, exterminios, genocidios y 
formas de represión de otros países del mundo.69 Más bien 
representa una categoría crítica que permite desenmascarar 
formas de propaganda estatal que encubren crímenes de lesa 
humanidad falsificando guerras civiles o paridad de violencias 
en pugna. Estamos ante una herramienta especialmente útil 
para el análisis comparativo. Más allá de estas definiciones, 
también es importante identificar qué tipo de enunciadores 
elaboran distintas versiones de esa construcción de la T2D 
que no resulta, según creemos, tan escurridiza. Y ese anclaje 
necesario en algún sujeto concreto, nos parece clave para 
entender el imaginario histórico de los sectores medios.

2. La clase media y el alfonsinismo

No fue casualidad el hecho de que la mayoría de filósofos de 
la SADAF fueran radicales. Tampoco fue azaroso que Nino y 
su grupo sintiera una afinidad inmediata con Raúl Alfonsín. 
Una misma identidad social de clase media fue el elemento 
de convergencia. Ciertas aspiraciones de progreso, ideales 
morales y un sentido común que tendían a la moderación y la 
tolerancia, estos y otros rasgos conformaban una identidad 
que había sido reprimida durante la dictadura. El discurso 
alfonsinista tuvo la eficacia de remodelar la nueva identidad 
de la clase media. Aunque existe un consenso amplio sobre la 
importancia del alfonsinismo en la reconfiguración de la clase 
media en los ‘80, no encontramos trabajos que estudien la 
transformación de esa clase media oprimida y derechizada 
durante la dictadura a votantes y adherentes que apoyarán 
a Alfonsín y simpatizarán también con el movimiento de 
derechos humanos.70

enunciados racistas, por ejemplo, existen aunque no se auto describan 
como “prejuicio racista” o “xenofobia”, digamos. Pocos enunciadores 
racistas declararían que son racistas. Más bien es el discurso humanista, 
igualitario o anti racista el que describe e impugna a su adversario. Y, sin 
embargo, nunca diríamos que los enunciados racistas no tienen existencia 
positiva. Todo lo contrario: tiene múltiples formas de vida, de gradaciones 
tales como diversas formas de prejuicio, xenofobia y racismo, para 
seguir con el ejemplo. Lo mismo ocurre con la T2D. La mejor ilustración 
de lo anterior es, precisamente, la posibilidad de analizar la dinámica 
y sus reestructuraciones a lo largo del tiempo, como hace con pericia, 
precisamente, Marina Franco.

69	 Cfr. Daniel Feierstein, “El concepto de genocidio y la ‘destrucción parcial 
de los grupos nacionales’. Algunas reflexiones sobre las consecuencias del 
derecho penal en la política internacional y en los procesos de memoria”, 
en Revista Mexicana de Ciencias Políticas y Sociales, UNAM, Nueva 
Época, Año LXI, n° 228, septiembre-diciembre de 2016, pp. 247-266.

70	 Un breve repaso por la bibliografía existente nos proporciona una 
primera aproximación útil. El importante estudio de Ezequiel Adamovsky 
se detiene poco en el proceso de la clase media durante la dictadura y 
su eventual transformación en ciudadanos democráticos y progresistas, 
cfr. Ezequiel Adamovsky, Historia de la clase media argentina. Apogeo 
y decadencia de una ilusión 1919-2003, Buenos Aires, Booket, 2015. 
Uno de los pocos textos que se concentran en este último estadio lo 
encontramos en la sociología de la vida cotidiana de Ernesto Goldar. 
Si bien el ensayo caracteriza rasgos muy pertinentes para entender la 
reconfiguración del imaginario de los sectores medios, su análisis es 
estático en cuanto no muestra el proceso dinámico de esa identidad 
social. La descripción se detiene sincrónicamente en el año 1983, cfr. 
Ernesto Goldar, La clase media en el 83, Buenos Aires, Plus Ultra, 1994.

La oscilación permanente fue el rasgo más constante de la 
clase media. Las categorías morales definen su cosmovisión.71 
El enunciado de Alfonsín, “Seremos más que una ideología, 
seremos una ética” (Mensaje a la Asamblea Legislativa, 10 de 
diciembre de 1983) confiesa, justamente, uno de los núcleos 
ideológicos más profundos de los sectores medios. Por lo 
tanto, la orientación política fue la ambigüedad y la oscilación 
y no tanto una constante derechización. Con feliz invención 
verbal, Horacio González ha hablado de “bonapartismo 
ético”.72 Sólo un lector de Henry James podía ser capaz de 
desentrañar las oscilaciones del radical.

Por otro lado, la afinidad electiva (y circunscrita a una fracción) 
de los sectores medios con las ideas progresistas se debe, 
principalmente, a su aspiración cultural. La fuerte tendencia 
al igualitarismo de la sociedad argentina, el acceso a la 
educación y las políticas benefactoras de sus dos populismos 
(el yrigoyenismo y el peronismo) construyeron puentes para 
que los sectores medios se cultivaran y asumieran ideas y 
valores progresistas. Por esta razón, incluso en momentos de 
derechización, como en la dictadura del 1976, no sólo hubo 
complacencia y complicidad por parte de los sectores medios 
sino que algunas fracciones comenzaron a participar en una 
cultura de la resistencia.73

71	 El creativo libro de Sebastián Carassai, en cambio, defiende la tesis 
principal de que la clase media fue fiel a un núcleo ideológico derechista: 
su identidad política fue constantemente antiperonista, reaccionaria y anti 
progresista, cfr. Sebastián Carassai, Los años setenta de la gente común. 
La naturalización de la violencia, Buenos Aires, Siglo XXI, 2013. Pero 
esta tesis parece demasiado uniforme porque la orientación política de 
los sectores medios se fue modulando en distintos contextos históricos y 
variaron según las distintas fracciones dentro de los sectores medios. Una 
última observación de Carassai que se relaciona directamente con este 
apartado específicamente: “Con Alfonsín la clase media llegó al poder 
ideológicamente fiel a sí misma. El gobierno alfonsinista pronto demostró 
estar a la izquierda de su propia base electoral…”. (op. cit. p. 293) En rigor 
se podría decir que fue al revés. Es cierto que en los años decisivos de 
1982 y 1983 Alfonsín estaba a la izquierda de los votantes de Balbín y de 
los sectores medios en general. Pero, a partir de 1984, se invirtieron las 
posiciones. Los votantes de Alfonsín, como hemos señalado, apoyaban las 
demandas maximalistas de justicia mientras que el líder radical mantuvo 
su agenda promilitar. Esta inversión de posiciones se debió al hecho 
paradójico de que el alfonsinismo había ya reconfigurado la identidad 
política de su electorado. En gran medida lo que para Alfonsín fue mera 
persuasión retórica se terminó convirtiendo en una creencia profunda en 
sus votantes. El revés en las elecciones parlamentarias de 1987 indicó que 
los votantes progresistas de clase media no estaban conformes con la 
economía y tampoco ya confiaban en la coherencia ética del caudillo de la 
laguna. 

72	 Horacio González, “El alfonsinismo, un  bonapartismo  de la  ética”, en 
Unidos, n° 9, Buenos Aires, 1986, pp. 30-52.

73	 Esto se ve, claramente, en la producción de revistas y en el humor gráfico. 
La expansión de la revista Humor, por ejemplo, en los años de 1980-1982, 
fue el paradigma de la emergencia de un nuevo espacio crítico que anticipa 
el vigor de la futura esfera pública en 1983. Mara Burkart, De Satiricón 
a  Humor. Risa, cultura y política en los años setenta, Buenos Aires, 
Miño y Dávila, 2017. De hecho, ese ícono cultural que es el personaje 
de Mafalda ilustra de qué manera los sectores medios se auto percibían. 
Isabella Cosse, Mafalda: historia social y política, Buenos Aires, Fondo 
de Cultura Económica, 2014. La creación de Quino fue un símbolo del 
progresismo de la clase media. Con sus ambigüedades y sus virtudes, la 
figura de Mafalda representó la mejor versión de los valores de clase 
media. Más aún, podríamos decir que la historieta de Quino expresó el 
alfonsinismo avant la lettre.
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En cualquier caso, el punto principal de estas disquisiciones 
consiste en explicitar que la lógica de la T2D hunde sus raíces 
en los ideales de equilibrio y neutralidad del sentido común 
de los sectores medios.74 Alfonsín y los filósofos sabían 
perfectamente que pisaban el terreno de una doxa que se 
prolongaba desde 1973 hasta esos años. Formaban parte de 
esos sectores y utilizaban las creencias y expectativas de la 
clase media.
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Carlos Nino, the philosophers and Alfonsinist 
politics. Between Creonte and Antigone.

Resumen

El artículo reconstruye la intervención de Carlos 
Nino y el grupo de filósofos de SADAF en el plan de 
justica del gobierno de Raúl Alfonsín. Se estudia el 
documento original de 1983 en que se cristalizó tal 
plan incluyendo el principio de obediencia debida. 
La perspectiva interna del grupo permite observar 
algunas tensiones entre ética y política: la teoría de 
Carlos Nino (su constructivismo neokantiano) y su 
práctica institucional, así como la disputa entre el 
movimiento de derechos humanos y el plan alfonsi-
nista de amnistiar a la mayor parte de los responsa-
bles de los crímenes estatales. Se analiza la decisión 
política dentro de la nueva frontera democrática 
en un marco de contingencia (el poder militar en 
retirada y la consolidación del régimen constitucio-
nal). Se pone de manifiesto la importancia de los 
“momentos constituyentes” del reclamo de justicia 
radical de las Madres de Plaza de Mayo para el neo-
constitucionalismo actual.

Palabras clave: Carlos Nino, Juicio a las Juntas, De-
rechos humanos, Alfonsinismo

Abstract

The article reconstructs the intervention of Carlos 
Nino and the group of philosophers from SADAF 
in the justice plan of Raúl Alfonsín’s government. 
It examines the original 1983 document that en-
capsulated this plan, including the principle of 
“obediencia debida” (due obedience). The internal 
perspective of the group reveals certain tensions 
between ethics and politics, particularly concerning 
Nino’s theory (his neo-Kantian constructivism) and 
its institutional practice, as well as the conflict be-
tween the human rights movement and Alfonsín’s 
plan to grant amnesty to most of those responsi-
ble for state crimes. The political decision-making 
process is analyzed within the context of a new de-
mocratic frontier, characterized by military power 
in retreat and the consolidation of a constitutional 
regime. The article highlights the significance of the 
“constitutive moments” in the radical justice claims 
of the Madres de Plaza de Mayo for contemporary 
neoconstitutionalism.

Keywords: Carlos Nino, Trial of the Juntas, Human 
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